
LEY DE LA FISCALIA GENERAL DE LA REPUBLICA,
Y REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSOS 
ORDENAMIENTOS LEGALES  

El Presidente diputado Silvano Aureoles Conejo: En
consecuencia, el siguiente punto del orden del día es la dis-
cusión del dictamen con proyecto de decreto que expide la
Ley de la Fiscalía General de la República y reforma, adi-
ciona y deroga diversos ordenamientos legales.

Está a discusión en lo general, y para hablar a nombre de la
comisión y fundamentar el dictamen, por la Comisión de
Justicia tiene la palabra el diputado Ricardo Fidel Pacheco
Rodríguez.

El diputado Ricardo Fidel Pacheco Rodríguez: Señor
presidente, con su permiso.

El Presidente diputado Silvano Aureoles Conejo: Ade-
lante, señor diputado.

El diputado Ricardo Fidel Pacheco Rodríguez: Colegas
diputados y diputadas tienen ustedes a su consideración el
dictamen de la Comisión de Justicia respecto de la iniciati-
va de decreto por el que se expide la Ley de la Fiscalía Ge-
neral de la República y se reforman, adicionan y derogan
diversos ordenamientos legales. Permítanme comentarles,
en principio que es un dictamen que ha…

El Presidente diputado Silvano Aureoles Conejo: Señor
diputado Pacheco, perdón la interrupción. Como es un nue-
vo ordenamiento el que está a discusión, el tiempo en el ta-
blero no es el que le corresponde, tiene usted más tiempo
para expresar su fundamentación.

El diputado Ricardo Fidel Pacheco Rodríguez: Se lo
agradezco, señor presidente. Decía, compañeras y compa-
ñeros, que este dictamen que está hoy a nuestra considera-
ción es un dictamen que ameritó un análisis profundo, un
análisis que generó que los diversos grupos parlamentarios
que conforman esta Cámara de Diputados plantearan sus
inquietudes, plantearan sus argumentos, sus intenciones de
modificar algún artículo específico del decreto propiamen-
te dicho, y que hay que acreditarlo.

Nos acompañó en todo este procedimiento la Procuraduría
General de la República, sus funcionarios, quienes estuvie-
ron atentos al desarrollo a la construcción, a la conforma-
ción del dictamen que está a nuestra consideración.

Lo que digo ahora es que en un momento como en el que
vivimos en esta Cámara pudiera parecer de especial signi-
ficación que un dictamen como éste, que expide la Ley de
la Fiscalía General de la República, sea una señal de cómo,
cuando la tarea se lleva bajo la disposición de todos, bajo
el respeto entre cada uno de quienes integramos los órga-
nos que conforman esta Cámara y la intención de acatar los
razonamientos convenientes que haga cada uno de los in-
dividuos de la Cámara, pueden lograrse sin duda acuerdos
como el que permitió la votación unánime de este dictamen
en la Comisión de Justicia el día de ayer.

Así que creo que esta seña de la Comisión de Justicia esta
mañana no sólo es importante por el documento mismo que
pone a su consideración, sino por la realización del trabajo
–como se hizo–, por la disposición de todos nosotros en sa-
car un instrumento de esta envergadura.

Diría, compañeras y compañeros, que los integrantes de la
comisión que hemos realizado ese profundo y responsable
análisis de la iniciativa presentada por Enrique Peña Nieto,
titular del Poder Ejecutivo, es sin duda una cuestión im-
portante para la vida jurídica del país.

Se transforma por mandamiento de la reforma constitucio-
nal correspondiente, la Procuraduría General de la Repú-
blica en la Fiscalía General de la República. A ésta se le en-
carga la organización del Ministerio Público, la cual ha
sido determinada como un órgano constitucional autóno-
mo, con cargo a un fiscal general, que permitirá indepen-
dencia y objetividad en las actividades que realicen res-
pecto de la investigación y persecución de los delitos,
logrando con ello contribuir a la modernización de las ins-
tituciones que procuran e imparten justicia en nuestro país.

La iniciativa, ahora incluida en el dictamen, entre otros
asuntos propone vigorizar y fortalecer tres aspectos funda-
mentales de nuestro sistema de procuración de justicia fe-
deral. 
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El primero es el relativo a la principal función del Ministe-
rio Público de la Federación, que es la de investigar y per-
seguir los delitos a través del ejercicio de la acción penal
en representación de la sociedad, la cual se fortalece al do-
tar de autonomía constitucional a la Fiscalía General de la
República, ya que para ejercer dicha función de manera
más eficiente no debe estar subordinada a otro Poder u ór-
gano.

En concreto, el Ministerio Público de la Federación debe
ser un órgano técnico de investigación y persecución de los
delitos, cuya actuación debe sujetarse con estricto apego a
la ley.

En segundo lugar busca robustecer el papel del Ministerio
Público de la Federación como representante de la socie-
dad y garante de la constitucionalidad de las normas gene-
rales en materia penal y procesal penal y las que sean de su
competencia, de conformidad con el orden jurídico mexi-
cano.

Por último, en estos trazos generales intenta consolidar la
función del Ministerio Público de la Federación para dejar
de ser percibido únicamente como un operador estricta-
mente jurídico, y visualizarlo como un agente que cumple
con una función social relevante, que es la de ejercer la ac-
ción penal en representación de la sociedad, brindar apoyo
y asistencia a las víctimas de los delitos, a fin de garantizar
su acceso a la justicia, el respeto a los derechos humanos y,
en general, hacer cumplir la ley, lo que contribuye al forta-
lecimiento del Estado democrático de derecho.

El desarrollo de esta ley que ahora se propone y las modi-
ficaciones a diversas leyes, aparte de esta que se crea, tie-
nen en su contenido las bases generales por las que funcio-
nará la Fiscalía General. En ella se da un énfasis especial
en la formación de los servidores públicos que sirvan en es-
te órgano constitucional autónomo.

Se privilegia también, compañeras y compañeros, el servi-
cio de carrera a que ha de sujetarse el personal que integre
este órgano. Se detalla la responsabilidad de los servidores
públicos que presten sus servicios en lo que ahora es la
Procuraduría General de la República y que se transforma
en Fiscalía General de la Nación.

Sin demérito de conservar las facultades para interponer
los recursos que tengan que ver con la revisión de consti-
tucionalidad en las materias procesal penal, penal y en las
demás de su competencia –como ya lo he dicho– en virtud

de que se convierte en un órgano constitucional autónomo
deja de tener, como consecuencia, la representación formal
del Estado, que pasa en una importante modificación a la
Consejería Jurídica del Gobierno de la República.

El resto de los ordenamientos que han de modificarse tie-
nen que ver con ser correlativos en donde ahora se men-
ciona Procuraduría General de la República y debe ahora
señalarse que esta está transformada en Fiscalía General de
la Nación.

Estos son, colegas diputadas y diputados, los aspectos más
trascendentes de la iniciativa presentada por el presidente
de la República convertida en dictamen, que como he di-
cho, está ahora a su consideración.

La transformación del sistema jurídico penal en el país y de
las instituciones que lo integran son punto fundamental
para que el país pueda conseguir lo que en estos días tanto
se ha discutido, tanto en la parte de la sociedad como en la
parte del gobierno, una justicia mejor, una mejor imparti-
ción de ella, una procuración eficiente de este bien jurídico
mayor que debe servir el Estado a la sociedad, que es la
justicia.

Por eso, señoras y señores, es que en nombre de la Comi-
sión de Justicia les pedimos su voto a favor de este dicta-
men que crea la Fiscalía y modifica diversas y diversos or-
denamientos legales. Muchísimas gracias, por su atención.

El Presidente diputado Silvano Aureoles Conejo: Mu-
chas gracias, diputado Pacheco. Para fijar la postura del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, tiene la palabra el
diputado Rubén Benjamín Félix.

El diputado Rubén Benjamín Félix Hays: Con la venia
de la Presidencia. Compañeras y compañeros diputados, el
dictamen que hoy discutimos, es un pilar fundamental en la
implementación del nuevo sistema penal acusatorio y da
cumplimiento al mandato constitucional, establecido en los
artículos 21, 102, del Apartado A de nuestra Carta Magna,
que impone que el Ministerio Público se organizará en una
Fiscalía General de la República como órgano público au-
tónomo, dotado de personalidad jurídica y de patrimonios
propios.

La creación de la Fiscalía General de la República cumple
un objetivo fundamental, hacer más cercana y expedita la
justicia, siempre de la mano del respeto a los derechos hu-
manos.



Con este dictamen se busca la construcción de una institu-
ción cuya independencia, modernidad y desarrollo conduz-
ca a una exitosa implementación del sistema acusatorio.

Se pretende, asimismo, fortalecer y hacer más eficaz la la-
bor del Ministerio Público federal, que mediante la auto-
nomía de la Fiscalía podrá desempeñar su labor sin estar
subordinado por otro órgano o poder, lo que le dará más li-
bertad de acción y en un apego irrestricto a la ley.

Si bien en Nueva Alianza estamos conscientes de que la so-
la autonomía no resolverá el problema de la impartición de
justicia del país, sí eliminará el factor político de la ecua-
ción para elegir al candidato más idóneo para encabezar la
Fiscalía General de la República.

En esta nueva institución se pretende que el Ministerio Pú-
blico federal se convierta en un agente de la sociedad y en
su representante, no solo como iniciador de la acción penal
sino para proteger a las víctimas, ya que se le otorga la fa-
cultad de dictar medidas para garantizar sus derechos.

Para Nueva Alianza esta medida será de suma importancia
para cambiar la percepción social en la que se tiene la fi-
gura del Ministerio Público, ya que ayudará a fortalecer la
credibilidad en las instituciones, lo que conducirá, paulati-
namente, a fomentar la denuncia.

Como lo refiere el mandato constitucional, la conducción y
el mando de la investigación le corresponde al Ministerio
Público federal, con la actuación conjunta de los policías.
Asimismo, se le otorga la facultad de atracción en la in-
vestigación en delitos del fuero común, cuando exista co-
nexidad con otros del fuero federal.

El Ministerio Público estará facultado, entre otras cosas,
para proporcionar protección y auxilio a quienes intervie-
nen en el proceso penal. Con lo cual se consolida la voca-
ción de respeto a los derechos humanos del nuevo sistema
penal, ya que se pretende velar por los derechos tanto de las
víctimas, evitando la llamada doble victimización, así co-
mo de los probables responsables.

Otra innovación es que se dota al Ministerio Público de la
facultad para promover soluciones alternas y anticipadas
a la terminación del proceso penal, cuando así lo permita
la ley.

También podrá solicitar y proporcionar asistencia jurídica
internacional. Lo anterior para cumplir con los compromi-

sos que nuestro país ha contraído y enfrentar así fenóme-
nos como la delincuencia organizada, la trata de personas,
el narcotráfico y el uso de recursos de procedencia ilícita.
Éstas son algunas de las atribuciones que la ley le otorga al
Ministerio Público, facultades en las que Nueva Alianza
coincide y considera que contribuirán al fortalecimiento de
un sistema penal más eficiente, acorde con las demandas
de la sociedad.

Por lo que se refiere a las facultades del Fiscal General de
la República, el dictamen es consecuente con lo que se es-
tablece en el apartado A del artículo 102 de la Constitución,
en primer término se señala que el fiscal será nombrado de
acuerdo al procedimiento establecido en dicho precepto. 

Por otra parte el fiscal como representante social podrá vi-
gilar la constitucionalidad y legalidad de normas generales,
actos u omisiones de la autoridad; es decir, intervenir en
juicios de amparo, pero únicamente en materia penal, vio-
laciones de los derechos humanos, cuando se vean afecta-
das sus facultades, cuando la ley así lo señale en su carác-
ter de representación social o en el caso de interpretación
directa o un precepto constitucional.

México se encuentra en una encrucijada, el respeto a la ley
es el único camino viable y es imperativo que le devolva-
mos la credibilidad a nuestras instituciones para cumplir el
cumplimiento de la misma.

Hoy estamos creando una nueva Fiscalía de la República,
que no resuelve los problemas de impartición de justicia
por sí misma, pero constituye una nueva forma para su
aplicación derivada de un cambio en el sistema jurídico
que ha tomado varios años.

Con este decreto queremos construir una institución autó-
noma, independiente –concluyo, señor presidente–, moder-
na, eficaz y que por sobre todas las cosas sea respetuosa de
los derechos humanos. Con esta intención y convicción,
compañeros, votaremos a favor del dictamen para así res-
ponder a millones de mexicanos que hoy nos están exi-
giendo actuar sin dilación. Muchas gracias.

Presidencia del diputado 
Tomás Torres Mercado

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputado Félix Hays. Tiene el uso de la palabra, el diputado
Ricardo Mejía Berdeja, para fijar la postura del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano.
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El diputado Ricardo Mejía Berdeja: Gracias, presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Tiene el
uso de la voz, diputado.

El diputado Ricardo Mejía Berdeja: El presente proyec-
to de dictamen tiene como finalidad expedir la Ley de la
Fiscalía General de la República. La cual, según definición
del artículo 102 constitucional, es un órgano autónomo y
está a cargo de un fiscal general. Tendrá autonomía consti-
tucional, personalidad jurídica y patrimonio propio. Esta
ley viene a reglamentar lo dispuesto por este dispositivo
constitucional.

El país actualmente enfrenta graves problemas en materia
de seguridad pública y procuración de justicia. Las cifras
de homicidios, extorsiones y secuestros han ido a la alza en
los últimos dos años; y la cifra de homicidios dolosos re-
basa la escalofriante cantidad de más de 41 mil homicidios
en esta calidad. Esto desde el gobierno de Enrique Peña
Nieto, que viene a recrudecer ya las cifras de suyo tan gra-
ves que se dieron en el periodo de Felipe Calderón.

En tal razón, sería lógico pensar que se requiere un Minis-
terio Público con mayores capacidades de investigación, de
persecución de los delitos, a fin de robustecer sus capaci-
dades en materia de investigación criminal utilizando la
tecnología y siempre con apego al respeto de los derechos
humanos.

Sin embargo, el camino que han seguido los órganos cali-
ficados como autónomos es de una gran ficción, es de una
gran simulación, y han venido no solamente a generar ma-
yores recursos económicos en detrimento del erario, sino
que se han convertido en auténticos elefantes blancos. Es-
tán los casos del nuevo IFAI, del Instituto Federal de Tele-
comunicaciones, del Instituto Nacional para la Evaluación
de la Educación y tantos y tantos organismos que se crean
supuestamente porque van a ser autónomos, pero lo único
que resulta es que siguen la línea presidencia.

Ninguna acción de inconstitucionalidad han presentado en
contra de leyes que vulneran derechos humanos y que in-
vaden su esfera de competencia. La pregunta sería ¿para
qué constituir estos órganos onerosos si realmente siguen
haciendo lo mismo que dependencias que están al arbitrio
del Ejecutivo?

En tal sentido este cambio de denominación de procuradu-
ría a fiscalía, es una receta que ya se ha hecho en varios es-

tados, cambiar el nombre de procurador a fiscal, como si
con ello robusteciera su independencia, muy al estilo an-
glosajón. La realidad es que en varios estados del país han
vuelto a ponerle el nombre de procuraduría.

A nosotros nos parece, para decirlo en lenguaje llano, que
esta fiscalía es la misma gata nada más que revolcada. Y to-
dos estos supuestos de autonomía, en realidad son ficticios
porque en el propio artículo 102 constitucional, en el apar-
tado a), en su fracción IV, se establece que “el fiscal gene-
ral podrá ser removido por el Ejecutivo federal”.

Toda una faramalla del Senado para nombrarlo y el Ejecu-
tivo lo puede remover. Y a su vez el fiscal general va a
nombrar y a remover libremente, por ejemplo, -concluyo,
presidente- al fiscal de combate a la corrupción.

La pregunta sería: si hubiera una denuncia penal por enri-
quecimiento ilícito, por desvío de recursos en contra del
presidente de la República, en el caso Casa Blanca -por
ejemplo- ¿Qué pasaría con la autonomía? Seguramente se
inventaría alguna causa grave o algún artificio para desti-
tuirlo a él y al fiscal anticorrupción.

Al final del día la espada de Damocles, del autoritarismo
presidencial, siempre penderá sobre la cabeza del fiscal ge-
neral. Por eso nosotros votaremos en contra, porque es una
ficción esta supuesta autonomía, y porque no vemos que
haya un cambio de fondo en el Ministerio Público federal.
Es cuanto.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputado Mejía. Para fijar la postura del Grupo Parlamen-
tario del Partido Verde Ecologista de México, tiene el uso
de la palabra el diputado Antonio Cuéllar Steffan.

El diputado Antonio Cuéllar Steffan: Gracias, diputado
presidente, honorable asamblea, los mexicanos hoy más
que nunca demandamos la posibilidad de tener un país en
el que acabe la desigualdad, en el que todos tengan acceso
a las mismas oportunidades, en el que se termine la discri-
minación, en el que se acabe la pobreza, en el que se aca-
be antes que nada, la inseguridad.

En el grupo parlamentario del Partido Verde –junto con
muchos de ustedes– hemos venido votando toda una serie
de iniciativas, de dictámenes que tienen como propósito úl-
timo cambiar al país, modificar este estado de cosas, que
permita en el futuro mediano poder sobrepasar este estado
en el que nos encontramos actualmente.



Quiero referirme a dos de estas reformas que hemos im-
pulsado junto con ustedes, que podrían permitirnos ver en
un futuro mediano y quizá en un futuro cercano un cambio
sustancial del estado de cosas.

Me refiero desde luego a la magna reforma política de fe-
brero de este año, a través de la cual se le dio autonomía a
la hasta hoy Procuraduría General de la República encar-
gada de la persecución de los delitos, cabeza del Ministe-
rio Público federal y en ese sentido representante de los in-
tereses de la sociedad, como también a la reforma por
virtud de la cual se expidió el Código Nacional de Proce-
dimientos Penales de marzo de este año y por virtud del
cual se establece un nuevo mecanismo, un nuevo paradig-
ma y un nuevo procedimiento para la persecución efectiva
de las actividades delictivas.

El dictamen que hoy estamos discutiendo, la reforma a mu-
chos códigos, a muchas leyes que tienen que ver con la ma-
teria de la investigación de los delitos o con la participa-
ción activa de la Procuraduría General de la República en
actividades que conciernen al ejercicio de funciones lega-
les y de representación legal del Ejecutivo federal o de la
propia dependencia, vienen a concretar y a dar un cauce le-
gal pronto a lo que se planteó dentro de la reforma consti-
tucional de febrero de este año, toda vez que materializa ya
lo que es la autonomía misma de la Fiscalía General de la
República y la nueva función en el marco del Código Na-
cional de Procedimientos Penales.

México necesita acabar con la impunidad, pero estamos
absolutamente convencidos –y por eso vamos a votar con
este proyecto y con este dictamen– que no podría acabarse
con la impunidad si no mejoramos nuestros cuerpos poli-
ciacos.

En la medida en la que quienes se encargan de la persecu-
ción de los delitos no gocen de la capacitación, de la pre-
paración, de los principios éticos, de la confianza necesaria
para cumplir su función, una función constitucional esen-
cial de subsistencia misma del Estado mexicano, sería im-
posible que lográramos erradicar la impunidad y los delitos
que vienen deteriorando nuestro tejido social.

La ley de fiscalía general de la República que vamos a vo-
tar, que tienen ustedes en sus curules establece –y quiero
destacar estos dos puntos de entre todo el articulado que
contiene– dos principios fundamentales que robustecen la
importancia que tiene tanto la agencia del Ministerio Pú-
blico como la policía en la persecución de los delitos. Una,

el servicio profesional de carrera y la estabilidad en el em-
pleo. La posibilidad de que les demos a nuestros ministe-
rios públicos, a los agentes investigadores, a los peritos,
que tienen una participación fundamental en el entendi-
miento de la verdad legal que ha de juzgarse por aquéllos
que tienen la responsabilidad de impartir justicia en mate-
ria penal, es esencial para que la policía y nuestro sistema
de impartición de justicia, de procuración de justicia fun-
cionen.

A través del artículo 26 de este dictamen que tienen uste-
des en sus curules, se establecen toda una serie de requisi-
tos que tendrán que cumplir agentes del ministerio público,
después en el 27 y 28 también investigadores y peritos para
poder ingresar a las filas de la Fiscalía General de la Repú-
blica y colaborar en ésta para cumplir la meta y la función
Constitucional de la propia fiscalía.

Quiero referirme someramente a las disposiciones funda-
mentales, a los incisos que van del d) al i), dentro del pro-
pio artículo 27 y con los que están relacionados el artículo
28. Tiene que probar, desde luego, y acreditar el control de
confianza, pero sobre todo su competencia profesional.

Tiene, desde luego, que aprobar los procedimientos de re-
clutamiento, no ser sujeto de proceso penal, ya no quere-
mos más agentes del ministerio público que pudieran estar
vinculados dentro de las mafias que queremos nosotros
erradicar, no haber sido suspendido ni sustituido por san-
ción administrativa como servidor público, con lo cual es-
tamos salvaguardando la honorabilidad de los agentes del
ministerio público.

Observar una notoria buena conducta, no es una buena
conducta elemental, sino que tiene que ser una notoria bue-
na conducta, algo que sea evidentemente manifiesto y que
nosotros podemos juzgar en el devenir cotidiano de sus ac-
tos y, sobre todo, tiene que abstenerse de consumir sustan-
cias ilegales, y no padecer el alcoholismo.

Eso es solamente los requisitos para el ingreso, desde lue-
go hay una pluralidad de asuntos que tienen que tomarse en
consideración y valorarse con suficiencia y con puntuali-
dad, con profundidad en el artículo 27, fracción II, con re-
lación al cumplimiento de su función como condición para
su permanencia, porque no es una permanencia incondi-
cionada, y lo mismo a estudiarse el 28 de la propia ley que
estamos nosotros por aprobar, porque garantizan, sin lugar
a dudas, una muy probable, una muy inminente eficiencia
del sistema que nosotros estamos actualmente valorando.
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Reitero que en el Grupo Parlamentario del Partido Verde
celebramos que ya podamos concretar tan pronto este man-
dato que deriva de la reforma constitucional de febrero de
este año en materia de autonomía de la Fiscalía General de
la República, y hacemos votos para que con estos nuevos
instrumentos que estamos votando a favor de la fiscalía,
podamos ver en el futuro más cercano un cambio radical en
el estado actual de cosas en la seguridad del país y, desde
luego, en el bienestar de todos los mexicanos. Por su aten-
ción, muchas gracias. Es cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputado Cuéllar Steffan. 

Saludamos la presencia de alumnas del Instituto Griselda
Álvarez, de Colima, que han sido invitadas por la diputada
María del Carmen López Segura. Bienvenidas y bienveni-
dos, quienes acompañan.

También saludamos a vecinos de la delegación Tláhuac del
Distrito Federal, que han sido invitados, que han sido invi-
tadas por la diputada Guadalupe Socorro Flores Salazar,
gracias por su visita.

Le otorgo el uso de la palabra al diputado Catalino Duarte
Ortuño, para que fije la postura del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. Hasta por cinco
minutos, diputado. Adelante, señor diputado.

El diputado Catalino Duarte Ortuño: Con el permiso de
la asamblea. La fracción parlamentaria del PRD votará a
favor del presente dictamen, sin embargo consideramos
que esta reforma está lejos de lo que el pueblo de México
necesita. En efecto –la reforma política que aprobó el
Constituyente Permanente–, coincidimos en la necesidad
de consolidar un verdadero cambio a nuestro sistema de
justicia, que estuviera acorde a los graves retos que está en-
frentando nuestro país en los últimos años por la inseguri-
dad, la violencia y la corrupción, que se han apoderado del
territorio a lo largo y ancho de su geografía; y, sobre todo,
que se había quedado al margen de las grandes reformas la
joya de la corona, que es la máxima instancia de la procu-
ración de justicia, y que durante décadas su diseño anacró-
nico ha alimentado la ineficiencia y la corrupción de todo
el sistema.

Por ello consideramos imperativo que las reformas en ma-
teria de justicia penal que se aprobaron el 18 de junio de
2008, por el que se elevaron a rango constitucional los
principios del proceso penal acusatorio, fueran acompaña-

das de la autonomía del Ministerio Público, ya que sin lo-
grar esto el nuevo modelo acusatorio encontraría severas
resistencias y contradicciones que harían nugatoria su im-
plementación y el cabal respeto del debido proceso penal,
los derechos de las víctimas y también de los acusados, lo
que significaría un verdadero catalizador de la transforma-
ción de nuestro sistema de justicia.

Sin embargo, nos preocupa que en nuestro país no se cuen-
te con un Ministerio Público al que las víctimas de los de-
litos puedan acudir con toda confianza, que sea una insti-
tución de probada honorabilidad, que enfrente el grave
deterioro en el que ha experimentado la PGR y las procu-
radurías estatales en las últimas décadas, que se ha acen-
tuado por el cotidiano manejo político de sus asuntos apli-
cando criterios y mecanismos ajenos a la investigación de
los delitos y procuración de justicia por la grave embestida
de la delincuencia organizada en las últimas décadas, que
ha puesto a prueba tanto el sistema de procuración de jus-
ticia como el de la seguridad pública, sometiéndolas a una
peligrosa crisis institucional.

Nos preocupa que esta ley, que debió ser el desarrollo ins-
titucional de esa reforma constitucional, no represente una
salida clara al grave problema de violencia e inseguridad
cotidiana que vivimos, que podría revertir las deficientes
investigaciones que realiza la Policía Ministerial, las enor-
mes carencias en la integración de la averiguación previa
que hacen los Ministerios Públicos, la incapacidad para de-
tener a los responsables.

Aunado a ello, la falta de un adecuado seguimiento de los
procesos, el rezago en el conocimiento y la resolución de
los juicios, la convivencia entre los delincuentes y las au-
toridades, que es la cruda realidad con la que se enfrentan
cotidianamente las víctimas de la delincuencia, que son
muestra de las recurrentes violaciones a los derechos hu-
manos cuando se llevan a cabo principalmente detenciones
arbitrarias, arraigos, cateos o se pervierten los principios
del debido proceso.

Esta ley no contiene un capítulo específico que esclarezca
las facultades de las Fiscalías Especializadas en Materia de
Delitos Electorales y de Combate a la Corrupción, que tie-
nen su base constitucional y que por ello deberían haber si-
do consideradas en esta ley, no como una facultad del fis-
cal general para subsumirlos en el reglamento de la Fiscalía
y lograr por esta vía neutralizar el nombramiento que haga
el Senado de la República.



Esta ley no resuelve las precarias condiciones laborales a
las que se enfrenta cotidianamente el personal adscrito a las
agencias del Ministerio Público, con salarios y prestacio-
nes dignas, como tampoco no los provee de la infraestruc-
tura necesaria para realizar sus investigaciones.

Una vez más reiteramos que el Ministerio Público no debe
valerse del mando de una fuerza policial corrompida, en la
que la gente no pueda confiar, sino en una verdadera poli-
cía científica del más alto nivel profesional y ético –termi-
no, presidente– que realice investigaciones eficaces de los
delitos, usando las técnicas científicas más avanzadas, con
lo que se daría un giro de 180 grados en el combate, tanto
a la delincuencia organizada como a los delitos del fuero
común. Sin embargo, en este texto sólo vemos la extensión
de un mecanismo de nombramiento, el cambio de la deno-
minación de la institución y la repetición de la misma vi-
sión, la misma estrategia, o sea, en los hechos la ausencia
de ambas.

En razón de lo anteriormente expuesto es que el Grupo Par-
lamentario del PRD considera que esta ley es un paso inse-
guro en la dirección, que nos habíamos situado a partir de
la reforma constitucional. Por ello reiteramos nuestra ini-
cial propuesta de crear, fortalecer en su desarrollo institu-
cional y legal a una verdadera fiscalía autónoma, porque es
el primer paso para atender el reclamo del pueblo de Mé-
xico. Justicia y más justicia para todos. Muchísimas gra-
cias. Gracias, por su tolerancia, señor presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias
a usted, diputado Duarte Ortuño. Para fijar la postura por el
PT, tiene el uso de la palabra la diputada Lilia Aguilar Gil.

La diputada Lilia Aguilar Gil: Muchas gracias, señor
presidente. Con la venia de la asamblea. Como ya se ha di-
cho en esta tribuna, la reforma del 2008 del sistema proce-
sal penal y la reforma de derechos humanos, nos dejaron
como gran pendiente la creación de una Fiscalía General,
que finalmente viniera a poner a México a la par de las de-
mocracias del mundo.

Desgraciadamente la reforma constitucional sin embargo
contemplaba un detalle importante, que no podemos dejar
de mencionar en esta tribuna, la autonomía que debería de
tener la Fiscalía General que debe de actuar como un órga-
no autónomo en realidad se ve menguada por el formato de
remoción del fiscal general. El fiscal general que cumple
en todo su procedimiento para ser nombrado por el Senado

a propuesta del presidente, como cualquier órgano consti-
tucional autónomo puede ser removido por causas graves
por el presidente de la República.

Esta forma de mantener control ante el fiscal general, que
se aprobó en la reforma constitucional y que evidentemen-
te en esta ley secundaria no se mejora, es una de las gran-
des nubes de duda que deja esta ley.

Sin embargo, una Fiscalía General autónoma dado el esta-
do de cosas que se presentan en este país, dada la falta de
creencia en las instituciones, y si por una cuestión extraña
en ésta al Ejecutivo le sale bien y lo hace bien y verdade-
ramente nombra a un fiscal general autónomo, entonces es-
taremos en el camino de poder creer que se pueden refun-
dar las instituciones.

Actuar conforme a derecho y bajo los estándares de un sis-
tema de justicia moderno es necesario, no ha sido así el ac-
tuar de la actual Procuraduría. Esta actual Procuraduría,
que hoy se transforma finalmente con esta ley secundaria y
se termina el proceso para construirlo en un órgano consti-
tucional autónomo, no hay duda que la persecución de los
delitos debe ser una función autónoma del Poder Ejecuti-
vo, la independencia garantizará finalmente imparciali-
dad ante violaciones legales cometidas en aras de satisfa-
cer los intereses mezquinos, políticos u obscuros de los
gobernantes.

El saldo político en estos dos años es de preocupación do-
ble, porque avanza a la regresión y la represión que hemos
visto, no solamente en las frases conocidas y ahora mun-
dialmente famosas del procurador, sino también en la for-
ma de actuar de la Procuraduría a la hora de reprimir y de
violentar los derechos de aquellos a los que eventualmente
han llamado delincuentes o a narcos, pero a los que final-
mente se les ha violentado sus derechos a la hora de tratar
de procesarlos, donde violentamente han sido detenidos
contrario a todo Estado de derecho que dice este gobierno
guardar.

La transformación de la PGR en Fiscalía, es un reto que de-
be de contar con procesos y operadores capaces de investi-
gar y argumentar en juicio. Ésta no debe de ser una refor-
ma de papel, como han sido muchas de las conocidas
reformas estructurales.

La PGR actualmente no solamente se encuentra saturada y
operando en un sistema de procuración de justicia desacre-
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ditado, sino que la Procuraduría ha demostrado ser inefi-
ciente en los casos más graves que se han presentado en
este país, como es el caso de Tlatlaya y de Ayotzinapa.

En lo que va de su gestión la Procuraduría de Justicia to-
davía deja mucho que desear. Las cifras de la PGR mues-
tran que de enero de 2013 hasta julio de este año se han ini-
ciado 162 mil averiguaciones previas, más o menos, pero
solamente éstas terminaron el 28 por ciento en consigna-
ción.

Ahora, no estamos pidiendo que se consignen todas las
averiguaciones previas pero sí que haya transparencia en el
proceso que sigue. Los datos a la vista corroboran la per-
cepción que tiene la ciudadanía en la calle, seguimos sien-
do pues rehenes de la delincuencia y el crimen organizado,
aunado aún clima de impunidad que la gente ya no está dis-
puesta a soportar. Tenemos entonces, frente a esta reforma,
tres retos: garantizar el respeto a los derechos humanos y
de las víctimas. Ya hasta la Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos, tarde pero lo hizo, ha declarado que los de-
rechos humanos y su respeto en este país son de dudoso
respeto.

El segundo reto es alcanzar una verdadera autonomía y efi-
ciencia. Y en esto creo que nos urge una reforma constitu-
cional para quitar la atribución única del presidente de re-
mover al fiscal general.

De no ser así, entonces el fiscal seguirá siendo un emplea-
do del presidente. Esta reforma que nosotros votamos en
contra y específicamente en este tema, debe garantizar au-
tonomía y debe ser modificada desde la Constitución. Si
no, entonces tendremos a la PGR simplemente con cam-
bio de siglas, como ya ha sido una costumbre de esta le-
gislatura.

El tercer reto es combatir eficientemente la corrupción y
los delitos, y sobre todo los delitos electorales. Esta refor-
ma crea una superestructura, pero solamente gubernamen-
tal, que será ineficiente si no hay una voluntad real de ata-
car la corrupción.

El día de ayer que se instalaba la comisión especial, y con
esto culmino, señor presidente, para investigar lo del tren
México-Querétaro, se hablaba mucho en el discurso de
combatir a la corrupción, pero no en los hechos.

Necesitamos, compañeras y compañeros mexicanos, man-
dar acciones, no palabras ni discursos hacia la ciudadanía.

Algo muy grave que se perfila y que nos deja como duda
en esta reforma, y con esto cerraría mi intervención, es que
se dice por ahí que se perfilará al actual procurador por
otros nueve años en el encargo. Lo que nos preocupa es que
el procurador ya está cansado.

Entonces, hacemos un llamado a que realmente se refunde
la Fiscalía General y tengamos no solamente un fiscal au-
tónomo sino que apliquemos el Estado de derecho, tal y
cual lo han dicho y lo han expresado no solamente en el
papel sino también en los hechos. Es cuanto, señor presi-
dente. Le agradezco su paciencia.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputada. Tiene el uso de la palabra la diputada Karina La-
bastida Sotelo para fijar la postura del Partido Acción Na-
cional. Adelante, ciudadana diputada.

La diputada Karina Labastida Sotelo: Con la venia de la
Presidencia, compañeras y compañeros diputados. El día
10 de febrero del presente año fueron publicadas en el Dia-
rio Oficial de la Federación reformas a los artículos 21 y
102, apartado A de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, las cuales establecen la organización
del Ministerio Público Federal en una Fiscalía General de
la República.

El proyecto que hoy se discute presenta entre otros aspec-
tos, tres que consideramos fundamentales en la impartición
de justicia en nuestro país:

El primero, la autonomía constitucional que se le otorga a
la Fiscalía General de la República a efecto de ejercer la
persecución de los delitos de manera libre y objetiva en un
marco de legalidad.

El segundo aspecto es que se robustece sin duda el papel
del Ministerio Público Federal como representante de la
sociedad y garante de la constitucionalidad de las normas
en materia penal y procesal penal.

Y el tercero es, que la fiscalía deberá ser un agente que
cumpla con una función social relevante, consistente en el
ejercicio de la acción penal como representante social,
brindando apoyo y asesoría a las víctimas de delitos a fin
de garantizar su acceso a la justicia. Se sientan las bases
orgánicas y operativas de la Fiscalía General, las cuales se-
rán complementadas con el reglamento y con los ordena-
mientos que emita para tal efecto el Fiscal General. Es de-
cir, es otro eslabón que nos permitirá complementar el



nuevo sistema de justicia penal abandonando el sistema in-
quisitivo mixto y adoptando el nuevo sistema penal acusa-
torio.

La Fiscalía General de la República es la institución en la
que recae la responsabilidad de políticas públicas en mate-
ria de prevención y persecución de los delitos, la defensa
social y la protección de las víctimas. Mediante el proyec-
to que hoy estamos discutiendo, pretendemos darle herra-
mientas a dicha institución, así como límites en su actuar,
a fin de que se respeten los derechos humanos de todos los
involucrados.

Nuestro país se encontrará sin duda a la vanguardia, por lo
que hace a sistemas acusatorios acorde con los sistemas la-
tinoamericanos y nos permitiría desarrollar el nuevo siste-
ma de justicia penal con características propias de nuestro
país.

No omito mencionar, que en el planteamiento de la nueva
Fiscalía General de la República se considera el proceso de
transición por el que atraviesa nuestro sistema de justicia
penal, respondiendo a las exigencias del nuevo sistema
procesal penal acusatorio, ya regulado en el nuevo Código
Nacional de Procedimientos Penales.

Esto sin duda ha sido una lucha del Partido Acción Nacio-
nal. No olvidemos que en la administración pasada se rea-
lizó una intensa labor para concretar este nuevo sistema
aprobando dichas reformas el 18 de junio de 2008. En el
Partido Acción Nacional nos congratula enormemente la
puesta en marcha de este nuevo sistema, parteaguas en la
vida jurídica de nuestro país.

Sin duda seguiremos impulsando reformas encaminadas al
respeto de los derechos humanos, al respeto a la vida, a la
libertad y a la dignidad de las personas. Es cuanto, señor
presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputada Labastida Sotelo. Señoras y señores diputados,
les recuerdo que al concluir la fase de fijación de posturas
de los grupos parlamentarios, fenece también el plazo para
la recepción de reservas, si se tiene la pretensión de modi-
ficar algún artículo del dictamen.

Tiene el uso de la palabra el diputado José Antonio Rojo
García de Alba, para fijar la postura del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional.

El diputado José Antonio Rojo García de Alba: Con su
permiso, diputado presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Adelan-
te, señor diputado.

El diputado José Antonio Rojo García de Alba: El dic-
tamen que hoy discutimos viene a completar una transición
urgente y necesaria de la Procuraduría General de la Repú-
blica a la Fiscalía General de la República.

Planteado desde la reforma políticoelectoral de este año,
este esfuerzo legislativo garantiza la autonomía de la fisca-
lía frente al Ejecutivo y, de eta manera, se legitima más su
actuación en las funciones de investigación y persecución
de los delitos, las cuales deben de ejercerse con base en cri-
terios estrictamente técnicos y no políticos.

De esta manera se busca restablecer la confianza de la so-
ciedad en el Ministerio Público de la Federación, el cual
debe compartir la naturaleza de los órganos constituciona-
les autónomos para llevar a cabo una de las funciones
esenciales del Estado que es procurar justicia sin injerencia
de otros poderes y órganos y, más aún, de influencias polí-
ticas.

La nueva fiscalía se configura como un ente autónomo de
naturaleza técnica que gozará de la independencia que re-
quiere para desahogar sus funciones, siendo así fortalecida
para evitar que sea contaminada por cuestiones de natura-
leza política y económica, estableciendo como prioridad la
defensa de la sociedad mexicana en contra del fenómeno
delincuencial.

La nueva fiscalía tendrá la capacidad de implementar el
sistema de justicia procesal acusatorio, establecido consti-
tucionalmente desde 2008 y cuya consolidación integral no
debe demorar más, por lo que se considera el proceso de
transición por el que atraviesa nuestro sistema penal, y por
ende en el dictamen que se ha planteado, la estructura de la
fiscalía bajo un esquema funcional y organizacional que le
permitirá responder a las nuevas exigencias de dicho siste-
ma, desarrolladas principalmente, en el Código Nacional
de Procedimientos Penales.

Aunado a lo anterior y como parte fundamental, el dicta-
men que discutimos contempla elementos ineludibles que
garantizan el respeto de los derechos humanos tanto del
imputado como de la víctima.
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La nueva fiscalía se verá fortalecida con personalidad jurí-
dica y patrimonio propios, incluyendo recursos obtenidos
de capacitación, adiestramiento y actividades que le gene-
ren ingresos, características que de la mano con su inde-
pendencia, garantizarán su eficaz funcionamiento.

El dictamen contempla también que la fiscalía desarrollará
la función de representante social a través del Ministerio
Público, que además de investigar y perseguir delitos, pro-
tegerá el derecho de los niños, discapacitados, adultos ma-
yores, personas en situación de vulnerabilidad.

El presente dictamen contempla también cuestiones cen-
trales para ofrecer a la sociedad una institución profesional
y eficaz, además de confiable y honesta a través de la ca-
pacitación de formación ética y técnica de los servidores
públicos que la conformarán en la fiscalía general, a través
de un sistema que asegurará un servicio de carrera.

Las reformas en materia procesal penal, de derechos hu-
manos y amparo, y político electoral, evidenciaron la nece-
sidad inexcusable de una nueva ley como la que nos ocupa
hoy, para regular a la fiscalía general de la República aca-
tando de manera responsable el mandato contenido en los
artículos 21 y 102 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

El dictamen que nos ocupa también proyecta la norma
constitucional hacia las leyes secundarias al contemplar la
creación dentro de la fiscalía general, de dos ´más, la de
atención de delitos electorales y la de delitos relacionados
con hechos de corrupción, tal y como lo establece el artí-
culo décimo octavo transitorio del decreto publicado el 10
de febrero del 2014, cuyos nombramientos de sus titulares
constituye una muestra de colaboración entre poderes al es-
tablecerse que dichos funcionarios serán nombrados por el
Senado de la República.

Así pues, en el Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional participamos en el esfuerzo de crear
una institución moderna, autónoma, independiente y técni-
ca para llevar a buen puerto la implementación del sistema
de justicia procesal acusatorio en un contexto de respeto,
protección, garantía y promoción de los derechos funda-
mentales de todas las personas, particularmente del impu-
tado y de las víctimas del delito. Muchas gracias.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputado Rojo García de Alba.

Con apoyo en el artículo 104, numeral 1, fracción I del re-
glamento y para la discusión en lo general le otorgo el uso
de la palabra a la diputada Loretta Ortiz Ahlf hasta por tres
minutos y para hablar en contra del dictamen. Adelante,
diputada.

La diputada Loretta Ortiz Ahlf: Con la venia de la Pre-
sidencia. Compañeras, compañeros legisladores: el hecho
de tener una iniciativa, la ley de la fiscalía general de la Re-
pública, para cambiar el nombre de procurador por el de
fiscal general no soluciona los problemas tan graves en ad-
ministración e impartición de justicia que tiene el país, so-
bre todo cuando no se garantiza la autonomía del fiscal ge-
neral. Viene a ser la misma situación que la que estamos
padeciendo actualmente con el procurador general de la
República.

Hasta en tanto no sea independiente y autónomo, sobre to-
do del Poder Ejecutivo, no tenemos garantizado el acceso,
el derecho, el fundamentalísimo derecho de acceso a la jus-
ticia, el que desaparezca la impunidad en el país y el que
haya la persecución de los delitos tan graves como los que
se cometieron de ejecuciones arbitrarias y desaparición
forzada recientemente en Iguala y en Tlatlaya.

Llama la atención que no se haya considerado hoy, día es-
pecial, 10 de diciembre, Día Internacional de los Derechos
Humanos, el código de conducta o código de ética de los
fiscales de Naciones Unidas, que viene a ser precisamente
la carretera, el código de conducta al cual se viera sujeto
este proyecto de iniciativa de ley para que la sociedad cre-
yera que iba a ver un cambio, y que no por un cambio le-
gislativo nada más de maquillaje, íbamos a tener un cam-
bio en la situación que impera en el país.

Se dice que es respetuoso de los derechos humanos esta
iniciativa; sin embargo, y en palabras del propio Procura-
dor General de la República cuando compareció en esta
Cámara, el arraigo se sigue dando en nuestro país, no hay
figura o institución más violatoria de los derechos humanos
que el arraigo por precedentes de la Comisión Interameri-
cana de Derecho Humanos, con ese tipo de actos vulnera-
mos o violamos el artículo 1o constitucional, diversos tra-
tados internacionales en materia de derechos humanos.

Por si ello no fuera poco, se supone que con esta nueva fis-
calía general, tendríamos que tener garantizado el derecho
de presunción de inocencia. No hay una sola disposición
que garantice que precisamente el que no se puedan fabri-
car culpables o testigos y que la investigación que se va a



realizar por parte de la Fiscalía General de la República se
apegue a los diversos instrumentos internacionales en ma-
teria de investigación de los delitos y garantice no sola-
mente, insisto, al procesado o a las víctimas su derecho de
acceso a la justicia, sino a toda la sociedad.

En otros países, dígase en Estados Unidos, cuando es nom-
brado el Fiscal General de la República, su obligación es
frente a la sociedad y tomo una protesta en razón de hacer
cumplir su autonomía y, precisamente garantizar el acceso
a la justicia a todas las personas. En nuestro caso, el fiscal
va a responder al presidente de los Estados Unidos Mexi-
canos. Es cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputada. Tiene el uso de la palabra la diputada Lucila Gar-
fias Gutiérrez, para hablar en pro del dictamen, hasta por
tres minutos.

La diputada Lucila Garfias Gutiérrez: Con su venia,
diputado presidente. Compañeras y compañeros legislado-
res, en esta ocasión tengo la oportunidad de argumentar a
favor del dictamen, particularmente en lo referente a la Ley
de Fiscalía General de la República, que materializa lo que
en su momento aprobamos en la reforma política electoral
el año pasado.

Si bien la autonomía constitucional de la Fiscalía entra en
vigor hasta el año 2018, es pertinente que desde ahora la
Procuraduría General de la República inicie el proceso de
transición institucional, organizacional y administrativa,
para lo que esperamos sea el inicio de una nueva etapa en
la administración de justicia.

La relevancia de aprobar el dictamen en este momento cru-
cial para la vida nacional radica en la garantía y en el men-
saje que debemos dar a la ciudadanía, desde uno de los po-
deres del Estado mexicano. El Congreso mexicano debe
asumir su responsabilidad y compromiso con las demandas
de justicia que en todos los ámbitos, en todas las regiones
y en todos los extractos sociales hoy nos exigen como re-
presentantes populares.

La justicia en México es una exigencia constante en nues-
tra agenda nacional y hoy en esta coyuntura se manifiesta
en toda su dimensión, la sociedad nos reclama con justa ra-
zón que no hemos atendido con suficiencia los problemas
de nuestro sistema de justicia. Justicia que junto al bienes-
tar y la seguridad sociales deben ser las principales preo-
cupaciones del Estado, ya que sin ellas se rompe la cohe-

sión social necesaria para que una democracia funcione de
manera eficaz.

Considero necesario resaltar el momento político, incluso
histórico, que estamos viviendo como país para reafirmar
el compromiso de todos y, en este caso, de mi Grupo Par-
lamentario Nueva Alianza de escuchar con puntualidad las
demandas sociales que hoy nos exigen congruencia y res-
ponsabilidad para tomar decisiones que realmente benefi-
cien a las mexicanas y a los mexicanos.

No podemos soslayar que ante los embates de la delin-
cuencia resulta indispensable contar con un sistema de jus-
ticia eficaz, eficiente, imparcial, objetivo y que por ningún
motivo permita la impunidad.

Por ello es necesario recalcar que hemos avanzado en la
transformación de nuestro sistema de justicia, hoy conta-
mos con un Código Nacional de Procedimientos Penales,
una Ley de Mecanismos Alternativos de Solución de Con-
troversias en Materia Penal y una Ley Federal de Justicia
para Adolescentes, que forman parte de la reforma al siste-
ma penal aprobada desde el 2008.

Si bien debemos reconocer que ello no es suficiente para
resarcir los reclamos de justicia, sí debemos seguir cami-
nando hasta lograrlo. Y en este camino nuestro grupo par-
lamentario asume su responsabilidad de aportar y apoyar
estas medidas legislativas sin regateos y que a su vez se
sustenten políticas públicas suficientes, porque eso es lo
que nos está exigiendo la sociedad y es lo que México ne-
cesita. Es cuanto, presidente. Gracias por su atención. 

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias
a usted, diputada Garfias. Tiene la palabra, hasta por tres
minutos, el diputado Ricardo Mejía Berdeja para hablar en
contra del dictamen.

El diputado Ricardo Mejía Berdeja: Gracias, presidente.
No sólo son cuestiones de fondo, como la falta de autono-
mía real y la posibilidad de que el Ejecutivo federal re-
mueva al fiscal general, sino que también en el proyecto
encontramos algunas inconsistencias que nos parece que
no sólo son producto de la prisa legislativa, sino también
que son rendijas que se pueden utilizar para manipular la
procuración de la justicia. El artículo 1o que da sustento a
esta ley no hace referencia a ser una ley reglamentaria la
que organiza al Ministerio Público dentro de la Fiscalía
General. 
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Consideramos también que la fracción VII del artículo 6o
debería ser eliminada, porque se sigue hablando de recom-
pensas y las recompensas eran factibles bajo el diseño de
un sistema penal inquisitivo. Sin embargo, a partir de la en-
trada en vigor del sistema penal adversarial y acusatorio no
podrá ser posible ofertar una recompensa a las personas
que proporcionen información que lleve a la captura de
otro, porque iría en detrimento del principio de presunción
de inocencia.

De igual manera, advertimos y es una causa que conside-
ramos de fondo, que son muy tibias, muy tenues, práctica-
mente inexistentes las obligaciones en materia de derechos
humanos. No se contemplan, por ejemplo, obligaciones
respecto a las visitas que realice la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos para colaborar con informes sobre
las actuaciones, acceso para realizar visitas o respuesta in-
mediata sobre la situación jurídica de las personas.

También vemos que la tortura como violación grave a los
derechos humanos sigue latente y que no existen disposi-
ciones tajantes y explícitas para prevenir este fenómeno de
violación recurrente a los derechos humanos, como es la
práctica de la tortura en México, que ha sido señalado por
la Organización de las Naciones Unidas.

Simplemente en el artículo 31, en la fracción VI se esta-
blece como obligación de los agentes del Ministerio Públi-
co, impedir por los medios que tuvieren a su alcance y en
el ámbito de sus atribuciones, que se infrinjan, toleren o
permitan actos de tortura física o psicológica u otros tratos
o sanciones crueles, inhumanos o degradantes.

Es decir, en todo este proyecto de dictamen sólo hay esta
referencia tibia que no establece medidas de combate efec-
tivo a la tortura y nos parece que se seguirá privilegiando
la violación a los derechos humanos, arrancar confesiones
por métodos de esta naturaleza. Y definitivamente vemos
que en el fondo y en la forma es una ley que deja mucho
que desear y por eso vamos a votar en contra. Es cuanto.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputado. Tiene el uso de la palabra la diputada Alfa Elia-
na González Magallanes, del PRD, para hablar en pro del
dictamen. Hasta por tres minutos, diputada. Tiene el uso de
la voz.

La diputada Alfa Eliana González Magallanes: Crear
una fiscalía debe ir más allá de un cambio de nombre y de-
be implicar más que un ascenso en la escala de procurador

a fiscal general, con mayores atribuciones, las cuales por
cierto algunos pueden considerar excesivas.

Este dictamen se presenta en un momento en el que la pro-
curación de justicia no está sólo en entre dicho, sino que
enfrenta cuestionamientos profundos por la inacción y di-
lación del Ministerio Público Federal en el caso de los nor-
malistas de Ayotzinapa. Esto sin dejar de mencionar el au-
mento alarmante en el número de homicidios, incluso por
encima del sexenio anterior.

No debe decirse que el Legislativo es improductivo, por el
contrario, en esta Legislatura hemos llegado al extremo de
parecer una sastrería, tejiendo leyes a la medida del presi-
dente. Aun así él no sabe cómo hacer uso de ellas para di-
rigir este país por la vía adecuada.

Las herramientas legales están disponibles, pero para usar-
las se requieren más que spots y felicitaciones a una televi-
sora, porque sin ella quién sabe qué sería de México, según
las palabras del presidente.

El dictamen que estamos a punto de votar implica contar
con un fiscal probo, quien permanecerá en el encargo de
aquí hasta el 2023. Estamos en un momento en el cual ur-
ge una nueva figura ante la Procuraduría, el señor Murillo
Karam ya se cansó y la sociedad mexicana no tiene la cul-
pa de ello.

Sólo falta que con esta nueva ley pretendan ponerlo al fren-
te de la fiscalía, ¿Para qué? ¿Para dar evasivas? ¿Para ga-
nar tiempo, como lo ha hecho hasta ahora con la desapari-
ción de los estudiantes de la normal rural Raúl Ignacio
Burgos? Ni siquiera ha sido capaz de aportar los elementos
suficientes para que María de los Ángeles Pineda esté en
un penal de máxima seguridad, en vez de arraigada y sin
certeza de que será encarcelada, pese a su participación en
la desaparición de los 43 normalistas.

¿O ustedes creen que Murillo Karam investigará si hay o
no enriquecimiento ilícito por la casa blanca? ¿Que inves-
tigará a Grupo Higa? Que no sólo presta casas en las Lo-
mas, sino que además es parte de los consorcios para cons-
truir trenes, gana obras para acueductos que no tendrán
agua para operar y además construye el Museo Barroco en
Puebla. Ya supérenlo, es un escándalo que, como todo en
este país, pasará como chisme de revista del corazón.

Señor Jesús Murillo Karam, ya renuncie, eso es lo más sa-
no, no sólo para su salud, a la cual le agobia el cansancio,



sino para que la Fiscalía que está por nacer no nazca muer-
ta ni tenga a alguien que desde hace mucho dejó de traba-
jar y actúo de manera tardía ante la desaparición de una ge-
neración de normalistas.

Esta Fiscalía, que hoy el Grupo del Partido de la Revolu-
ción Democrática avalará, es un órgano que debe preser-
varnos, como sociedad, nuestro derecho a la justicia, a
nuestra libertad de sufragio, pero, sobre todo, debe ser un
órgano que actúe de manera efectiva en contra de la impu-
nidad de las casas blancas, de los tlatlaya y de los iguala.
Gracias, presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Le otor-
go el uso de la palabra al diputado José Luis Flores Gómez,
del PRI, que hablará en pro, pero también informo a la
asamblea que aparecen, tengo registrados, a los diputados
Alejandro Carbajal González, al diputado Federico Gonzá-
lez Luna Bueno y al diputado Fernando Belaunzarán. Sin
embargo, concluida la participación del diputado Flores
Gómez, preguntaremos a la asamblea si el asunto se en-
cuentra suficientemente discutido en lo general. Para el
propósito señalado tiene la palabra diputado Flores Gómez,
hasta por tres minutos. Si me permite, diputado Flores Gó-
mez, si me permite, para intercalar, como corresponde, le
otorgo el uso de la palabra al diputado Huerta Ladrón de
Guevara, para hablar en contra.

El diputado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Gueva-
ra: Este dictamen aborta las propuestas de reforma de au-
tonomía, que el PAN y el PRD enarbolaron en el trágico
pacto contra México.

El señor Murillo Karam quedará designado como fiscal ge-
neral, en el caso de que este dictamen que van a aprobar
aquí no lo dudo los del PRD, los del PAN y los del PRI, en-
tre otros. Y si el Senado lo ratifica, como se prevé, queda-
rá por 24 años. No vengan a hacer demagogia a esta tribu-
na. Y lo están avalando ustedes.

No obstante, este aborto de una autonomía formal por una
subordinación de facto de la nueva Fiscalía General que se
reencarnará en el actual procurador general de la Repúbli-
ca, el artículo 102 de la Constitución determina que este
fiscal y sus agentes serán responsables de toda falta, omi-
sión o violación a la ley en que incurran con motivo de sus
funciones.

Veamos entonces hasta dónde llega la demagogia legislati-
va de esta Cámara de Diputados, puesto que toca a través

de la Subcomisión Instructora conocer una solicitud de jui-
cio político que ratifiqué el 22 de octubre de este año por
responsabilidad administrativa, las omisiones en la investi-
gación de la denuncia de hechos en que se desprendía la
responsabilidad del ex presidente Abarca en el asesinato de
Arturo Hernández Cardona y otros líderes sociales afilia-
dos al PRD, en el municipio de Iguala. Al grado de que fue
requerido por el Senado de la República el 12 de junio de
2013, a través de un punto de acuerdo para atraer las in-
vestigaciones correspondientes.

De haberse realizado la atracción de esta investigación, el
señor Murillo, el escenario del 26 de septiembre habría si-
do otro. La nueva Fiscalía sigue ignorando la demanda de
justicia y de castigo a los delincuentes responsables de la
inseguridad, que se cuestiona cada vez más en el ámbito in-
ternacional, pese al cerco informativo al que hace juego el
duopolio televisivo y los grupos empresariales de la indus-
tria de la radio.

Esta demagogia legislativa que aquí se expresa hace juego
al discurso oficial del Ejecutivo federal, que pretende ocul-
tar el sol con una sombrilla.

En el quinto transitorio de este dictamen se determina que
los actuales servidores públicos de la PGR que hayan sido
nombrados por el todavía presidente de la República, per-
manecerán en sus cargos hasta que sean designados por el
fiscal general de la República.

Cuestionar al fiscal general a través de la ratificación de-
terminada en una disposición transitoria de la reforma
constitucional se sustenta en la imposibilidad de contar, y
escúchese bien, con un fiscal independiente del grupo po-
lítico que actualmente usa y abusa de las funciones del go-
bierno. Carente de independencia para sus funciones y de
una ética que legitime su actuación para investigar no solo
a los responsables de la desaparición forzada de 42 estu-
diantes normalistas, 4 muertos, heridos y los que se acu-
mulen, sino cualquier otra, culmino presidente, de las mi-
les de desapariciones de personas que se denuncian a través
de la inconformidad de los ciudadanos, que se denuncian a
través de la inconformidad de los ciudadanos, que se han
realizado en manifestaciones pacíficas en muchos lugares
del país y del mundo en los últimos días.

Si ustedes aprueban esta ley, como prevemos los del pacto
contra México, PRI, PAN y PRD y los que se le sumen, ésa
será una ley que va a ser una mala noticia para quienes en
este país clamamos justicia. Justicia.
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El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Ahora
sí, señor diputado José Luis Flores Gómez, para hablar en
pro del dictamen.

El diputado José Luis Cruz Flores Gómez: Con su ve-
nia, señor presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Adelan-
te, diputado.

El diputado José Luis Cruz Flores Gómez: Compañeros
y compañeras legisladores, la representación social y la
persecución del delito deben ahora más que nunca consoli-
dar en un marco normativo el respeto irrestricto de los de-
rechos fundamentales, el debido proceso, el combate a la
corrupción, el estricto apego a la ley y el restablecimiento
de la confianza en instituciones profesionales e indepen-
dientes.

La propuesta presentada por el presidente de la República,
Enrique Peña Nieto, camina en este sentido, consolidando
el compromiso de su administración con la legalidad y la
transformación de México en un país de instituciones, a la
vez contemplada en el entramado normativo, en la misma
senda de la reforma constitucional en materia política y
electoral que avalamos en este Congreso, misma que inició
la virtuosa transición de la Procuraduría General de la Re-
pública en una Fiscalía General con autonomía del Poder
Ejecutivo y con nuevas facultades para el Ministerio Fede-
ral.

Fortaleciendo a las instituciones y al Estado mexicano a
través de un sistema más efectivo de pesos y contrapesos
que pongan como límite a las actuaciones de la autoridad a
los derechos fundamentales y el respeto al orden jurídico,
enviando un mensaje sólido y contundente: nada ni nadie
sobre la ley, transición que hoy completaremos, de avalar
en esta Cámara de Diputados el presente dictamen, para
una Ley de Fiscalía General de la República, para iniciar una
nueva etapa en la procuración de justicia en nuestro país.

La conducción que tendrá el Ministerio Público Federal so-
bre las policías, así como la referida organización del mis-
mo en una fiscalía, órgano que cuenta ya con el rango cons-
titucional autónomo, lo dota de independencia y
objetividad en la investigación y persecución del delito,
sustrayéndolo de la posibilidad de abuso de índole político
en las facultades y atribuciones que se le han asignado,
contando México con una ley moderna que incida en el
mismo sentido renovador de las instituciones directamente

relacionadas con la impartición de justicia –es motivo de
congratularse también– y la sincronización que hace la
normatividad en comento con las reformas en materia de
procedimientos penales de 2008 coadyuvando en el tránsi-
to de un sistema escrito y atávico a uno más contemporá-
neo de naturaleza oral que incidirá favorablemente en ges-
tar una justicia mexicana más pronta, efectiva y reparadora
con especial énfasis en la protección y garantía de los de-
rechos tanto de las víctimas como de los imputados.

Mención especial merecen las fiscalías especializadas en
materia de combate a la corrupción y la dedicada a la per-
secución de delitos electorales. Ambos temas sensibles e
insoslayables en una sociedad democrática, moderna y crí-
tica como la mexicana, reiterando el compromiso irrestric-
to con los principios fundacionales del Estado mexicano
como el respeto y protección a la voluntad y soberanía po-
pular que se expresa a través del voto universal, libre y se-
creto, así como el repudio institucional al abuso del servi-
cio y función pública a la opacidad y a la discrecionalidad,
apostando por un México más honesto y transparente con
funcionarios que rindan cuentas y que tomen las decisiones
que más convengan a todo el pueblo de México.

Compañeras y compañeros, en el Grupo Parlamentario del
PRI estamos seguros que estamos dando un paso adelante
en la conformación de un nuevo Estado mexicano donde
los ciudadanos tengan la certeza de que sus autoridades se
conducen en los cauces de la ley, de la objetividad y del
bien general a través de instituciones sólidas que restablez-
can la confianza de la ciudadanía en ellas.

También recordar a quien me antecedió en la palabra, que
quieran o no, no podrán dejar de ser estigmatizados, y es
que los que en esta tribuna piden renuncias, los que en es-
ta tribuna piden justicia, son los que nos tienen que decir
dónde tienen a esos 42 jóvenes que ustedes se llevaron y
ustedes saben dónde están, porque ustedes son Abarca y
ese estigma no se lo quitarán nunca.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Conclu-
ya, diputado.

El diputado José Luis Cruz Flores Gómez: Gracias, se-
ñor.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Consul-
te la Secretaría a la asamblea en votación económica si se
encuentra suficientemente discutido en lo general.



El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: En vota-
ción económica se consulta a la asamblea si el dictamen se
encuentra suficientemente discutido en lo general. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afir-
mativa, presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Sufi-
cientemente discutido en lo general. Esta Presidencia in-
forma que de conformidad con el artículo 109 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se han reservado para su
discusión los artículos cuya cuenta dará la Secretaría. Ade-
lante, señor secretario.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Ley de la
Fiscalía General de la República, artículos 3o., 5o., 13, 22,
6, 7, 32, 15, 16, 12, 27, 28, 29, 41, 31; artículo de distribu-
ción de denominación de la ley.

En cuanto a la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial
del Estado, se reserva suprimir el artículo 2o.

De la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas
de los Servidores Públicos, el artículo 36.

Del Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo
167.

De la Ley de Seguridad Nacional, se solicita suprimir un
artículo.

De la Ley Sobre Celebración de Tratados, artículo 7.

Disposiciones transitorias del proyecto de decreto, se soli-
cita la adición de tres artículos transitorios. Es cuanto, se-
ñor presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
ciudadano secretario.

En tal virtud pido a la secretaría ordene que se abra el sis-
tema electrónico de votación por cinco minutos, para pro-
ceder a la votación en lo general y en lo particular de los
artículos no reservados.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Háganse
los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral dos, del
Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema
electrónico por cinco minutos para proceder a la votación

en lo general y en lo particular de los artículos no reserva-
dos.

(Votación)

Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva voz.

El diputado Ricardo Monreal Ávila (desde su curul): En
contra.

La diputada Merilyn Gómez Pozos (desde su curul): En
contra.

El diputado Jorge Iván Villalobos Seáñez (desde su cu-
rul): A favor.

La diputada Tanya Rellstab Carreto (desde su curul): A
favor.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Señor
Presidente, se emitieron 370 votos a favor, 43 en contra y
6 abstenciones.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias.
Aprobado en lo general y en lo particular los artículos
no reservados por 370 votos.

En apoyo al artículo 110 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, tiene la palabra, hasta por tres minutos, la dipu-
tada Martha Córdova Bernal, de Movimiento Ciudadano,
para presentar su propuesta de modificación al artículo 3
del artículo 1 del proyecto de decreto, es decir, de la ley de
la fiscalía general de la República.

La diputada Martha Beatriz Córdova Bernal: Con su
venia, diputado presidente. No se puede negar que las ins-
tituciones de procuración de justicia se encuentran actual-
mente ya cansadas ante una crisis de falta de credibilidad,
confianza e independencia y sobre todo de principios de
justicia.

Todos sabemos que los servidores públicos se deben y le
deben el puesto al amigo, al compadre, al diputado, al se-
nador, al líder del partido, al presidente de la República y
ahora sabemos que hasta a los narcos tienen sus fichas in-
cluidas en el sistema de servidores públicos de distintos ni-
veles de gobierno, y la PGR y sus representantes en las en-
tidades y sobre todo también en los municipios no escapan
a deber ese favor. Por lo tanto, la ciudadanía no creé en la
justicia mexicana.
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En el caso de la desaparición de los 43 alumnos de Ayotzi-
napa nos damos cuenta, en primera, que el señor procura-
dor ya está cansado, y lo ha anunciado públicamente, can-
sancio que está dando como resultado el que no se pueda
dar respuesta clara a los familiares de los desaparecidos,
una serie de incongruencias y de argumentos que no dan
prueba real de qué pasó.

La NASA declara en uno de sus estudios, que en el lugar
–y pongan atención– a donde la PGR dice que hubo tal fo-
gata, basurero, de Cocula, ése día…

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Presen-
te su reserva, diputada…

La diputada Martha Beatriz Córdova Bernal: … y esa
hora, estuvo lloviendo, y que jamás se observó, satelital-
mente nunca se observó el supuesto incendio.

Por esto es indignante para todos los mexicanos, no es con-
veniente que la procuración de justicia esté en manos de un
cansado y servil del Ejecutivo o de algún grupo político,
sea cual sea.

El ministerio público, ahora resulta dependerá económica-
mente del Ejecutivo, según la propuesta, al transformarlo
en un órgano público autónomo, dotado de personalidad
jurídica y de patrimonio propio, mismos que serán autori-
zados por el presidente, lo que subordinaría a sus desig-
nios. Recordemos lo que dice el viejo refrán: el que paga,
manda. Y así es en este caso.

Derivado de lo anterior, someto a consideración de la co-
misión la siguiente reserva al artículo del dictamen con
proyecto de decreto por el que se reforma la Ley de la Fis-
calía General de la República. Es cuanto.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputada. Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación
económica, si se admite a discusión la reserva presentada.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: En vota-
ción económica se pregunta a la asamblea si se admite a
discusión. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Ma-
yoría por la negativa presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Se de-
secha. Para presentar reserva tiene el uso de la palabra, has-

ta por tres minutos, la diputada Claudia Bojórquez Javier,
es al artículo 3 del dictamen en comento.

La diputada Claudia Elizabeth Bojórquez Javier: Con
el permiso de la Mesa Directiva. Diputadas, diputados, me-
dios de comunicación, público en general, pueblo de Mé-
xico, partiendo de un ámbito general, hoy día es la seguri-
dad pública la prioridad número uno de nuestra población
por encima, incluso, de la necesidad de empleo. 

Este sentimiento es generalizado en la sociedad mexicana
y radica, por un lado, en la realidad de que la incidencia de-
lictiva se ha elevado, y por otro, en que las autoridades de
prevención del delito, procuración y administración de jus-
ticia del país, al igual que las de ejecución de penas, se en-
cuentran rebasadas, y por tanto, se percibe que para los de-
lincuentes existe un ambiente ideal de impunidad.

Particularmente la procuración de justicia en México es an-
quilosada y no ha modernizado al mismo ritmo que nues-
tras instituciones democráticas, porque esencialmente aún
y con todas las reformas al sistema penal acusatorio que se
han hecho, a la creación de las figuras de los jueces de con-
trol y de ejecución de sanciones, así como de la expedición
del Código Único de Procedimientos Penales, preserva el
diseño del régimen presidencialista y vertical que nos ca-
racterizó a partir de la Constitución de 1917.

En materia de procuración de justicia la Organización de
las Naciones Unidas, en sus áreas especializadas, ha adver-
tido en sus observaciones que México tiene que darle auto-
nomía al Ministerio Público por la precaria situación en la
que se encuentra la justicia penal. Nuestro país ha intenta-
do dar cumplimiento a las observaciones de la ONU al cre-
ar la Fiscalía General de la Nación, órgano que hasta este
momento no ha entrado en funciones.

Es claro que la PGR está inmersa en una mutación de gran
envergadura, esencialmente en el aspecto administrativo y
operativo represivo, y no así en una transformación inte-
gral que de manera profunda encuentre una reestructura-
ción correcta en el sistema de procuración de justicia. 

En otras palabras, no nada más debe cambiar el nombre de
PGR a Fiscalía, sino que es necesario hacer una renovación
de toda su estructura profesionalizando y culturizando a to-
do el personal que pertenezca a este órgano.

Ruego a la Presidencia que si puede llamar al orden a la
Cámara o a los diputados que se encuentran en este pleno



para poder continuar con la participación. Llamamos al or-
den al mismo presidente, que tampoco está en atención ni
a la oradora ni al orden de este pleno.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Conti-
núe con la presentación de su reserva, diputada.

La diputada Claudia Elizabeth Bojórquez Javier: La
profesionalización no debe entenderse como un grado de
estudios para quien ingrese, sino que esa profesionaliza-
ción se refiere a la experiencia y a la capacitación que se
tenga respecto de la actividad que va a desempeñar el ser-
vidor público.

En la actualidad se considera insatisfactorio el avance de la
PGR en el cumplimiento de su misión, acorde a las exi-
gencias sociales de justicia penal. Esto es contrario a sus
objetivos, siguen incrementándose y agravándose las con-
ductas antisociales, calificadas como delitos federales, so-
bre todo las que más lesionan a la población y al orden so-
cial, tales como: la corrupción, delitos contra la salud,
tráfico y portación de armas, las ejecuciones para ajustes
de cuentas, lo cual se advierte que no sólo en las estadísti-
cas serias, sino en la vivencia diaria.

Factores como la impunidad y la inseguridad en la actuali-
dad han incidido en una crisis de confianza de la ciudada-
nía frente al Estado, sus niveles de gobierno y de las insti-
tuciones. Desde nuestro particular punto de vista puedo
concebir que el problema toral es de cultura, de modelos de
desarrollo y no únicamente del ejercicio de la función pú-
blica.

Como ya lo dije, la procuración de justicia está en crisis
porque el país y tal vez el mundo entero lo están, pero si a
ello le sumamos un modelo de procuración como el que
ahora tenemos, centralizado, politizado, corrompido, des-
gastado, saturado, abandonado, pero sobre todo desacredi-
tado, desde luego superar este caos no es nada fácil, re-
quiere decisiones de Estado valientes e integrales, ya no a
mediano y largo plazo, sino a corto plazo por el estado de
emergencia en el que vivimos.

Está comprobado que la tecnología avanzada es parte fun-
damental de la función de las instituciones, sin embargo la
verdadera inteligencia radica en el ser humano, por ello es
importante que quien esté al frente de la procuración de
justicia cuente con un equipo probado, que esté a la altura
de las exigencias sociales. Pueden seguir con su plática,
Cámara de Diputados, diputados del PRI. Gracias.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputada. Consulte la Secretaría a la asamblea en votación
económica, si se admite a discusión la reserva.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: En vota-
ción económica, se consulta a la asamblea si se admite a
discusión. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Ma-
yoría por la negativa, presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Se de-
secha. Para presentar su reserva al artículo 5, fracción
XVII, tiene el uso de la palabra la diputada Lorenia Iveth
Valles Sampedro, hasta por tres minutos.

La diputada Lorenia Iveth Valles Sampedro: Con su
permiso, presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Adelan-
te, diputada.

La diputada Lorenia Iveth Valles Sampedro: Vengo a
presentar reserva del artículo 5, en donde señalamos debe
decir la fracción XVII, solicitar la cancelación de órdenes
de aprehensión, reaprehensión o comparecencia cuando se
acredite la inexistencia de la conducta imputada, así como
la reclasificación de la conducta o hecho por las cuales se
haya ejercido la acción penal.

Partiendo de un ámbito general, hoy día es la seguridad pú-
blica la prioridad de nuestra población, por encima incluso
de la necesidad de empleo. Este sentimiento es generaliza-
do en la sociedad mexicana y radica, por un lado, en la rea-
lidad de que la incidencia delictiva se ha elevado, y por
otro, de que las autoridades de prevención del delito, pro-
curación y administración de justicia del país, al igual que
las de ejecución de penas, se encuentran rebasadas y por
tanto se percibe que para los delincuentes existe un am-
biente ideal de impunidad.

Hay que decirlo con todas su letras, en este país existe un
pacto de impunidad entre los distintos niveles de gobierno,
que se solapan unos a otros e intercambian la ceguera y la
sordera ante los distintos delitos que se cometen.

Particularmente la procuración de justicia en México es an-
quilosada y no se ha modernizado al mismo ritmo de nues-
tras instituciones democráticas, porque esencialmente, aun
y con todas las reformas al sistema penal acusatorio, que
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incluyen los juicios orales, a la creación de las figuras de
los jueces de control y de ejecución de sanciones, así como
de la expedición del Código Único de Procedimientos Pe-
nales, preserva el diseño del régimen presidencialista y
vertical que nos caracterizó a partir de la Constitución de
1917.

En materia de procuración de justicia, la Organización de
las Naciones Unidas en sus áreas especializadas ha adver-
tido en sus observaciones que México tiene que darle auto-
nomía al Ministerio Público por la precaria situación en la
que se encuentra la justicia penal. Nuestro país ha intenta-
do dar cumplimiento a las observaciones de la ONU al cre-
ar la Fiscalía General de la Nación, órgano que hasta este
momento entrará en funciones una vez que se apruebe.

Es claro que la PGR está inmersa en una mutación de gran
envergadura, esencialmente en los aspectos administrati-
vos y operativo represivo y no así en una transformación
integral que de manera profunda encuentre una reestructu-
ración correcta en el sistema de procuración de justicia.

En otras palabras y no nada más de cambiar de nombre de
PRG a Fiscalía, sino que es necesario hacer una renovación
de toda su estructura, profesionalizando y culturizando a
todo el personal que pertenezca a este órgano.

La profesionalización no debe entenderse como un grado
de estudios para quien ingrese, sino que esa profesionali-
zación se refiera a la experiencia y capacitación que se ten-
ga respecto a las actividades que deba desempeñar el ser-
vidor público en esta área.

En la actualidad se considera insatisfactorio el avance de la
PGR en el cumplimiento de su misión, acorde a las exi-
gencias sociales de justicia penal. Esto es, contrario a sus
objetivos, sigue incrementándose y agravándose las con-
ductas antisociales calificadas como delitos federales, so-
bre todo las que más nos lesionan a la población y al orden
social –concluyo, presidente– tales como corrupción, deli-
tos contra la salud, tráfico y portación de armas, las ejecu-
ciones por ajuste de cuentas, lo cual se advierte no sólo en
las estadísticas serias, sino en la vida diaria de las y los me-
xicanos.

Estos factores, como la impunidad y la inseguridad en la
actualidad han incidido en la crisis de confianza de la ciu-
dadanía frente al Estado, sus niveles de gobierno y sus ins-
tituciones.

Hoy damos un paso importante con la creación de la Fis-
calía, pero no servirá de nada si no se rompe con ese pacto
de impunidad. Por eso hacemos un exhorto a quienes están
al frente de estos órganos de procuración de justicia, que
tengan un compromiso real con la ciudadanía, porque Mé-
xico no aguanta más. No aguanta más impunidad, más co-
rrupción. México necesita que las instituciones respondan
verdaderamente a la justicia. Muchísimas gracias.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputada. Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación
económica, si se admite a discusión.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: En vota-
ción económica, se pregunta a la asamblea si se admite a
discusión. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Ma-
yoría por la negativa, presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Se de-
secha. Tiene el uso de la palabra la diputada Loretta Ortiz
Ahlf, para presentar sus propuestas de modificación a los
artículos: 5 con una adición de una fracción XXIX Bis, 14
con una adición de una fracción XIII Bis; y disposiciones
transitorias del proyecto de decreto. Adelante, diputada.

La diputada Loretta Ortiz Ahlf: Sí, gracias, presidente,
con la venia suya. A raíz de los acontecimientos cometidos
en Tlatlaya, pero no es a raíz, fue la gota que derramó el va-
so, y también los de Iguala, Ayotzinapa, quedó al descu-
bierto que en nuestra legislación la persecución de críme-
nes tan serios y que se realizan de manera sistemática y
calificados por muchos de nosotros y por distintos acadé-
micos como crímenes de lesa humanidad, nuestra legisla-
ción no está, precisamente, acorde con la persecución de
estos crímenes.

Tanto la desaparición forzada, la tipificación no es adecua-
da, como en el caso de la ejecución sumaria o arbitraria que
no está tipificada en nuestro Código Penal, y que no sola-
mente no está tipificada, sino que en el caso de los ele-
mentos de la defensa, los que están detenidos únicamente
se les ha iniciado el proceso por homicidio calificado.

No es lo mismo el que se han muerto unas personas o ase-
sinadas por cualquier persona, a que sean precisamente por
las personas encargadas de la seguridad en nuestro país, y
eso es precisamente lo que tendría que tipificarse en la eje-
cución arbitraria.



La ejecución arbitraría, debidamente la desaparición forza-
da, aunado a los crímenes de lesa humanidad, también a ti-
pificar correctamente, aunque ya está el genocidio, a tipifi-
car los crímenes de guerra y el crimen de agresión. Todos
éstos vinculados con el Estatuto de Roma, dígase la Corte
Penal Internacional que México ratificó, este Estatuto de
Roma. Incluso en el artículo 21 constitucional se establece,
se contempla una regulación específica en cuanto al Esta-
tuto de Roma.

Desgraciadamente, México no ha cumplido con su obliga-
ción de implementar o dar aplicación a este Estatuto de Ro-
ma, y en caso de que no fueran juzgadas las personas que
cometieran estos delitos, díganse crímenes de lesa humani-
dad, por cometerse de manera reiterada, estos no podrían
ser entregados, más que no pudieran ser entregados, no ha-
bría un procedimiento para que se entregaran a la justicia
internacional, es decir, a la Corte Penal Internacional.

Ésa es la razón de las reservas que estoy presentando y en
las que literalmente se establece, en el artículo 5, fracción
XV Bis, desahogar lo que en su caso instruya el fiscal, en
coordinación con la Secretaría de Relaciones Exteriores,
respecto a la Corte Penal Internacional y su Fiscalía, inclu-
yendo las solicitudes de colaboración, cooperación, asis-
tencia, así como ejecutar las diligencias de detención, me-
didas precautorias, entrega, identificación, localización,
aseguramiento, traslado, cateo y notificación. Y promover
su ejecución ante las autoridades competentes, además de
transmitir la información al fiscal sobre toda actuación, así
como ejecutar sentencias definitivas que ordenen multas, el
decomiso de bienes u objetos o reparaciones en los térmi-
nos de la ley reglamentaria en la materia.

Por su parte, el artículo 14, fracción XIII Bis, establecer en
coordinación necesaria con la Secretaría de Relaciones Ex-
teriores para cualquier actuación o comunicación con la
Corte Penal Internacional en lo relativo a hechos probable-
mente delictivos, según lo dispuesto en el Estatuto de Ro-
ma, a aplicar el principio de complementariedad del mismo
y a instruir cualquier diligencia, ejecución o promoción
respectiva al Ministerio Público en términos de la ley re-
glamentaria en la materia.

El transitorio, para los efectos de lo dispuesto en la frac-
ción XIX Bis, artículo 5, y XIII Bis del artículo 14 y del ar-
tículo 1 del presente decreto el Congreso de la Unión de-
berá expedir en un máximo de 180 días naturales una ley
reglamentaria, el párrafo octavo del artículo 21 de la Cons-

titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-
teria de cooperación con la Corte Penal Internacional.

Cabe apuntar que en el mecanismo universal de derechos
humanos se responsabilizó México, precisamente por no
legislar en lo relativo al Estatuto de Roma en la Corte Pe-
nal Internacional.

Con eso nada más se confirma que en México lo que im-
pera es la impunidad y que no hay la voluntad política, in-
cluyendo la de esta Cámara, de regular lo relativo a los crí-
menes de lesa humanidad. Es cuánto, diputado presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputada Loretta Ortiz. Consulte la Secretaría a la asam-
blea, en votación económica, si se admiten las propuestas
presentadas. Si se admiten a discusión, secretario.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: En vota-
ción económica, se pregunta a la asamblea si se admiten a
discusión las propuestas presentadas. Las diputadas y los
diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestar-
lo. Las diputadas y los diputados que estén por la negativa
sírvanse manifestarlo. Mayoría por la negativa, presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Se de-
secha. Tiene el uso de la palabra, la diputada Margarita Ele-
na Tapia Fonllem, que tiene reservas propuestas de modifi-
cación a los artículos: 5, fracciones I y V; 6, fracción I y XIV,
una adición de una fracción XIV, XV, XVI y XVII; al artí-
culo 7, fracciones I, II y III; al artículo 32, fracciones V, VI,
VIII y IX de la Ley de la Fiscalía General de la República.

Adicionalmente del Código Nacional de Procedimientos
Penales, un artículo 167, así como de otros ordenamientos
que reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones
legales en los artículos transitorios. Dos adiciones, ¿Es así,
diputada? Tiene el uso de la palabra, hasta por 10 minutos
y con la tolerancia que recomienda el número de sus pro-
puestas de modificación. Adelante, por favor.

La diputada Margarita Elena Tapia Fonllem: Muy bue-
nas tardes. Muchas gracias, presidente. Presento este con-
junto de reservas porque nos parece, para mi partido, el
Partido de la Revolución Democrática, nos parece muy im-
portante la creación de esta fiscalía.

Nuestro partido desde sus orígenes ha propuesto la autono-
mía del Ministerio Público y su profesionalización, sin em-
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bargo este dictamen tiene lagunas importantes que debe-
mos señalar, lamentablemente el día de ayer no fue posible
en la Comisión de Justicia dar una discusión al respecto y
dado que se reproduce en los términos de la iniciativa del
Ejecutivo es necesaria una discusión a fondo.

En la presente Legislatura muchos de los cuestionamientos
y propuestas realizadas por legisladores a la Procuraduría
General de la República, han obtenido como respuesta que
la reestructuración en proceso atenderá o resolverá los pro-
blemas. Esa respuesta recibimos en la comparecencia del
titular, licenciado Murillo Karam. Sin embargo no se ha he-
cho explícita la relación entre esa reestructuración orgáni-
ca y las necesidades generadas de acciones legislativas.

Con este decreto se abroga la Ley Orgánica de la Procura-
duría General de la República, que es sustituida por la Ley
de la Fiscalía General. Al perder el carácter de orgánica se
elude la posibilidad de incidir en la estructura institucional
de la Fiscalía General de la República.

No es un argumento válido que la autonomía de la fiscalía
impide que el Poder Legislativo se inmiscuya en su estruc-
tura orgánica, pues ese mismo estatuto le fue concedido por
reforma a la Carta Magna. Por el contrario, el diseño insti-
tucional del Legislativo debe garantizar al máximo el acce-
so a la justicia de este nuevo órgano.

En relación a los derechos humanos es una fiscalía sin obli-
gaciones. La obligación constitucional y convencional de
respetar, garantizar, proteger y promover los derechos hu-
manos sólo se establece de manera abstracta en las obliga-
ciones y bases generales de la fiscalía. No hay instrumen-
tos de investigación de oficio, expeditez, protección a
víctimas, suplencia de la queja, por decir sólo algunos que
podrían contemplarse para la prevención, investigación,
sanción y reparación integral de todas las posibles viola-
ciones a derechos humanos.

La fiscalía no tiene ningún instrumento para investigar po-
sibles violaciones a derechos humanos por parte de su per-
sonal a personas detenidas o vinculadas a proceso penal.
Tampoco para aplicar las medidas conducentes en repara-
ción integral que contempla la Ley General de Víctimas
cuando la fiscalía sea la responsable, ni para colaborar de
manera eficaz con la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos.

Nos preocupa que se mantenga en el Código Nacional de
Procedimientos Penales la disposición del artículo 167, úl-

timo párrafo que establece que –comillas– “el juez no im-
pondrá la prisión preventiva oficiosa y la sustituirá por otra
medida cautelar únicamente cuando lo solicite el Ministe-
rio Público por no resultar proporcional para garantizar la
comparecencia del imputado en el proceso, el desarrollo de
la investigación, la protección de la víctima y de los testi-
gos y de la comunidad.

“Dicha solicitud deberá contar con la autorización del titu-
lar de la fiscalía o el funcionario que en él delegue esa fa-
cultad”.

Se considera que una fiscalía independiente no puede con-
servar la facultad discrecional de sustituir la prisión pre-
ventiva oficiosa pues el imputado y su defensor deberían
tener la posibilidad de acreditar su disposición a colaborar
con la autoridad ante el juez y si éste lo concede, la medi-
da cautelar implicaría un mayor respeto a la presunción de
inocencia que la prisión preventiva oficiosa.

No hay en esta propuesta un tratamiento adecuado de las
desapariciones forzadas; señoras y señores legisladores, es-
to es muy grave. 

Todos hemos hablado de la situación tan grave y tan críti-
ca que nuestro país enfrenta, y una de las situaciones que
tenemos que buscar atender es justamente, desde luego pri-
mero la eliminación de las desapariciones forzadas, pero
por supuesto que también la atención de esta circunstancia.

No hay entonces en esta propuesta un tratamiento adecua-
do de las desapariciones forzadas, considerando que se tra-
ta de una violación de derechos humanos de la que es res-
ponsable el Estado, tal y como lo determinan el artículo 2
de la Convención Interamericana sobre Desaparición For-
zada de Personas, y el artículo 2 de la Convención Interna-
cional para la Protección de todas las Personas contra las
Desapariciones Forzadas, que establecen que la desapari-
ción forzada se configura cuando ocurre con la autoriza-
ción, el apoyo o la aquiescencia de agentes del Estado.

En este sentido proponemos facultades para que la fiscalía
emprenda la búsqueda con las autoridades que podrán tener
responsabilidad o vinculación con los hechos, especialmen-
te para asegurar la colaboración o comparecencia de supe-
riores jerárquicos que podrán tener información que contri-
buya con el esclarecimiento del paradero de una persona.

Asimismo que se establezca la obligación del Ministerio
Pública para dictar las medidas de protección para el de-



nunciante, testigo, allegados, defensores de la persona de-
saparecida, lo que omite la responsabilidad del artículo
12.1 de la Convención Internacional.

No queda claro si habrá una unidad especializada como la
que actualmente existe para la búsqueda de personas desa-
parecidas o si se pretende que cada agencia del Ministerio
Público federal sea capacitada para esta función.

El presupuesto de la unidad se redujo 60 por ciento para el
Presupuesto de Egresos de la Federación para el año 2015.

Por lo que es sumamente importante establecer quién here-
dará estas responsabilidades en la nueva fiscalía y cómo
atenderá los casos, pues el Ejecutivo no nos informó las ra-
zones del ajuste presupuestario.

En materia de tortura planteamos disposiciones explícitas
para la prevención, investigación y sanción de la tortura
que es, de acuerdo a organizaciones como Human Right
Watch o Amnistía Internacional, utilizada actualmente co-
mo método de investigación. De acuerdo a los cálculos, só-
lo uno de más de mil 500 casos denunciados por tortura es
sancionado.

Por todo lo expuesto, las reservas que presento –ustedes lo
habrán escuchado– se enfocan en acotar las facultades ex-
tra limitadas de la fiscalía en atender problemática actual
de opacidades en sus actuaciones y la falta de autonomía de
la institución, en establecer obligaciones explícitas en ma-
teria de derechos humanos.

Por lo dicho apelamos a su sensibilidad en virtud de la pre-
ocupante crisis que vivimos en esta materia. Llamo a votar
a favor de las reservas presentadas. Muchas gracias.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputada Margarita Tapia. Consulte la Secretaría a la asam-
blea, en votación económica, si se aceptan a discusión las
propuestas de modificación.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: En vota-
ción económica se consulta a la asamblea si se admiten a
discusión las propuestas. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas
y los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo. Mayoría por la negativa, señor presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Se de-
sechan. Tiene el uso de la palabra por cinco minutos la

diputada Teresa Mojica Morga, del PRD, para presentar
sus propuestas de modificación a los artículos 5, fracción
IV y la adición de una fracción III bis al artículo 7 de la Ley
de la Fiscalía General de la República.

La diputada Teresa de Jesús Mojica Morga: Con su ve-
nia, señor presidente. Es de todos conocido que en nuestro
país la libertad de expresión está en riesgo y bajo constan-
tes ataques, ya sea por parte de miembros del crimen orga-
nizado, señalados por los medios, o por autoridades a las
que incomoda la difusión e información u opiniones críti-
cas.

Quién puede decir que las y los periodistas, las personas
que ejercen esta loable profesión, empresarios y trabajado-
res de medios están seguros en este país si sabemos que el
jefe policiaco de Silao mandó golpear a Karla Silva, que el
crimen de Regina Martínez en Veracruz sigue impune. Que
diarios como Debate, en Sinaloa o Mural, en Jalisco, han
recibido ataques con granadas. Lo ha dicho el relator espe-
cial en la materia en su visita a México.

La violencia contra periodistas genera el fenómeno de cen-
sura, pues sufren intimidación las personas que brindan a la
población los elementos para formarse un juicio sobre la
vida pública.

En un país con medios de comunicación amenazados y ata-
cados, la sociedad no puede ejercer su derecho a la infor-
mación. Y por lo tanto, no puede vivir en un ambiente de-
mocrático.

Este Congreso de la Unión aprobó una reforma constitu-
cional publicada el 6 de junio de 2012, para que las autori-
dades federales puedan atraer los casos de ataques contra la
libertad de expresión, y apenas en abril del año pasado vo-
tamos para establecer nuevas facultades para la PGR para
ejercer esta atracción.

Este trabajo legislativo, a un año de su vigencia, por des-
gracia puede quedar en el limbo, pues el dictamen actual-
mente a discusión no hace explícitas estas disposiciones
como lo hace la Ley Orgánica de la PGR en su artículo 11,
actualmente.

La Ley de la Fiscalía General de la República, que deroga
la anterior, requiere de una adición. Nos preocupa que la
Ley de la Fiscalía General sólo se contemplen dos fiscalí-
as especializadas: una en materia de delitos electorales y la
otra en materia a combate a la corrupción.
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A pesar de que es un mandato constitucional establecer la
posibilidad de ejercer la facultad de atracción, ésta no apa-
rece en el dictamen. Por ello proponemos la adición de una
fracción III Bis al artículo 7, para incluir una estructura or-
gánica de la PGR la Fiscalía Especial para la Atención de
Delitos cometidos en contra de la libertad de expresión y
de que esta forma, la existencia de este órgano no quede a
discreción del fiscal.

Asimismo, planteamos que el artículo 5 faculte al ministe-
rio público para instruir o adoptar medidas necesarias para
la máxima protección del derecho a la libertad de expresión
para personas periodistas que colaboran en medios de co-
municación cuando se ejerza la facultad de atracción que
deriva del artículo 73, fracción XXI, párrafo segundo de la
Constitución como hemos mencionado.

Pedimos su voto a favor de la presente reserva a fin de que
trabajemos conjuntamente por la adecuada protección de
los medios y de la personas periodistas, quienes son facto-
res clave para construir una sociedad libre e informada.

Desde aquí le digo a mi compañero diputado del PRI, los
guerrerenses somos gente buena, gente trabajadora que ha
aportado muchas cosas importantes a este país, me parece
cínico que el PRI pregunte dónde están los 43 jóvenes des-
aparecidos si fue precisamente en Cocula, un municipio
priista, donde los desaparecieron y encontraron los restos
del joven Alexander Mora, que descanse en paz.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Presen-
te, diputada, su propuesta de modificación.

La diputada Teresa de Jesús Mojica Morga: Ya basta.
Queremos justicia los mexicanos y los guerrerenses, caiga
quien caiga. Y si ya se cansaron, que se vayan a su casa a
descansar.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Consul-
te a la asamblea, señor secretario, en votación económica,
si se admiten a discusión las propuestas de modificación.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: En vota-
ción económica, se pregunta a la asamblea si se admite a
discusión. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Ma-
yoría por la negativa, presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Se de-
sechan. Tiene el uso de la palabra el diputado Carlos de Je-
sús Alejandro, del PRD, para presentar su propuesta de mo-
dificación, que es una adición de una fracción V al artículo
7 de la Ley de la Fiscalía General de la República.

Y me da oportunidad el señor diputado, nos acompañan un
grupo de adultos mayores de la asociación Máquina 501 y
ciudadanos del municipio de Querétaro, los saludamos con
respecto y con afecto, invitados por el diputado Marcos
Aguilar Vega. Adelante, diputado Carlos de Jesús Alejan-
dro.

El diputado Carlos de Jesús Alejandro: Gracias. Tlas-
htlaui ueyi tlacome. Gracias, señor presidente. Estimadas
diputadas y estimados diputados de esta honorable asam-
blea, el reconocimiento en el artículo 2o. constitucional de
México como una nación pluricultural sustentada original-
mente en sus pueblos indígenas ha tenido un fuerte impac-
to en el sistema judicial del país.

Asimismo, la reforma en materia de derechos humanos del
2011, al artículo 1o. que reconoce a los tratados interna-
cionales a la par de nuestra Carta Magna significa un mito
en el acceso a la justicia para los pueblos indígenas. Con-
siente de todas estas reformas la Suprema Corte de Justicia
de la Nación tuvo a bien publicar un protocolo de actuación
para quienes imparten justicia en casos que involucren de-
rechos de miembros, comunidades y pueblos indígenas.
Esto con el fin de unificar criterios acorde a las reformas
constitucionales y a los compromisos internacionales del
Estado mexicano en materia de derechos humanos.

El artículo 2o., también de la Constitución, en su apartado
B, en el numeral VIII, reconoce y garantiza el derecho de
los indígenas para acceder plenamente a la jurisdicción del
Estado, para garantizar este derecho en todos los juicios y
procedimientos que sean parte, individual o colectivamen-
te –establece este artículo–, se deben tomar en cuenta sus
costumbres y especificidades culturales, respetando los
preceptos de la Constitución. Los indígenas –dice tam-
bién– tienen todo el tiempo el derecho a ser asistidos por
intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su
lengua y cultura.

El Convenio 169 de la OIT también establece en su artícu-
lo 9 que las autoridades y los tribunales llamados a pro-
nunciarse sobre cuestiones penales, deberán tener en cuen-
ta las costumbres de dichos pueblos en la materia. Y la



declaración de Naciones Unidas sobre los mismos dere-
chos en su artículo 13 refiere también que los Estados
adoptarán medidas eficaces para asegurar la protección de
ese derecho y también para asegurar que los pueblos indí-
genas puedan entender y hacerse entender en las actuacio-
nes políticas, jurídicas y administrativas, proporcionando
para ello cuando sea necesario, servicios de interpretación
u otros medios adecuados.

La Ley General de Derechos Lingüísticos para los Pueblos
Indígenas, también en su artículo 10 establece el de garan-
tizar este derecho a la plena jurisdicción del Estado en las
lenguas nacionales reconocidas como tales, las más de 60
lenguas indígenas que se establecen en la Constitución.

Por ello vale la pena recalcar que en el mismo protocolo de
actuación de la Suprema Corte de Justicia para quienes im-
parten justicia en pueblos indígenas, que fue publicado por
la Suprema Corte, establece también los principios rectores
del documento del derecho a acceder plenamente a la ju-
risdicción del Estado.

Es por ello que ante la iniciativa de la ley que hoy discuti-
mos, los legisladores debemos garantizar y ratificar la exis-
tencia de una nueva Fiscalía General de la República, de
una Unidad Especializada para la Atención de Personas,
Comunidades y Pueblos Indígenas, la cual ya existe ac-
tualmente en la Procuraduría General de la República.

Por ello estoy proponiendo que en el artículo 7o se incor-
pore en la fracción V, la creación por ley y no a criterio del
futuro fiscal, esta Unidad Especializada.

Señor presidente, no puedo dejar de pronunciar que es ne-
cesario no solamente un cambio cosmético o de nombre en
las instituciones de seguridad y de procuración de justicia;
es necesario también un cambio de fondo, un cambio sus-
tancial. Las instituciones en la materia están agotadas en la
credibilidad para toda la nación. Por ello es necesario tam-
bién que renuncie el gabinete de seguridad y de procura-
ción de justicia.

No necesitamos solamente un titular que está ya cansado,
como lo ha manifestado, para que continúe en el cargo.
Que renuncie el gabinete y por último presidente, yo le pi-
do en igualdad de condiciones, unos minutos, un segundo
más de tolerancia.

Se dan con la piedra en la boca, sobre todo el diputado Flo-
res Gómez y los demás diputados del PRI, porque justo fal-

ta credibilidad en las decisiones de procuración de justicia
para el caso de Tlatlaya, Iguala. El alcalde de Iguala está en
la cárcel, el alcalde de Cocula, a quienes sus policías mu-
nicipales recibieron por parte de la Policía Municipal de
Iguala a los jóvenes normalistas y estos se los entregaron a
la delincuencia organizada, es un presidente municipal del
PRI.

Ni ustedes ni el presidente Peña Nieto son Ayotzinapa, us-
tedes son Atlacomulco, ustedes son Díaz Ordaz, ustedes
son los Salinas de Gortari, ustedes son los que han crimi-
nalizado la lucha social de nuestros pueblos.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Consul-
te a la asamblea, señor secretario, en votación económica,
si se admite la propuesta de modificación a discusión.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: En vota-
ción económica se pregunta a la asamblea si se admite a
discusión. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Ma-
yoría por la negativa.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Se de-
secha. Tiene el uso de la palabra el diputado Uriel Flores
Aguayo, para presentar sus propuestas de modificación a
los artículos 7, fracciones I, II, y III; 15, párrafo primero y
16 fracción I de la Ley de la Fiscalía General de la Repú-
blica.

El diputado Uriel Flores Aguayo: Con su autorización.
Qué bonito coro tenemos aquí hoy.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Por sie-
te minutos.

El diputado Uriel Flores Aguayo: Muy bonito coro. Artí-
culo 7, tanto la vicefiscalía general como las vicefiscalías a
las que alude este artículo carecen de base constitucional y,
por tanto, no pueden ni deben ocupar un lugar jerárquico
superior al de las fiscalías especializadas, las cuales sí tie-
nen base constitucional y el procedimiento para nombrar a
sus titulares es más democrático y más legítimo, ya que in-
terviene la Cámara de Senadores en los términos del artí-
culo 102 constitucional.

La propuesta que hacemos respeta el orden jerárquico esta-
blecido en el artículo 102 constitucional. Es decir, propone-
mos que en las primeras fracciones de este artículo 7 diga:
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Fracción I. La Fiscalía Especializada en Materia de Delitos
Electorales.

Fracción II. La Fiscalía Especializada en Materia de Com-
bate a la Corrupción.

Fracción III. La Vicefiscalía general y las vicefiscalías que
establezca el reglamento.

En este orden de ideas es que propongo que en el artículo
15 se establezca que el fiscal general sea suplido en sus ex-
cusas, ausencias o faltas temporales por el titular de la Fis-
calía Especializada en Materia de Delitos Electorales, y no
como dice el dictamen propuesto, que indica que el regla-
mento establecerá quién suple al fiscal general.

De igual forma, propongo que en el artículo 16 se especifi-
que que cuando se impute la comisión de un delito al fiscal
general, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 111 de
la Constitución y por la Ley Federal de Responsabilidades
de los Servidores Públicos, el suplente sea el titular de la
Fiscalía Especializada en Materia de Combate a la Corrup-
ción, ya que aunque este funcionario es nombrado por el
fiscal general debe contar con el aval de la Cámara de Se-
nadores, lo que le da un perfil de mayor autonomía y liber-
tad de acción frente al fiscal general, y estaría en mejores
condiciones de encabezar una investigación que implicara
al propio fiscal general.

La propuesta es la siguiente. Artículo 16. Cuando se impu-
te la comisión de un delito al fiscal general, sin perjuicio de
lo dispuesto por el artículo 111 de la Constitución y por la
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públi-
cos, se procederá de la siguiente manera.

Uno. El titular de la Fiscalía Especializada en Materia de
Combate a la Corrupción actuará como suplente del fiscal
general, de conformidad con esta ley y su reglamento, co-
nocerá de la denuncia y se hará cargo de la investigación
respectiva.

En caso de no aceptarse, en el texto actual, dice: Fracción
I. El servidor público a quien corresponda actuar como su-
plente del fiscal general, de conformidad con esta ley su
reglamento, conocerá de la denuncia y se hará cargo de la
investigación respectiva.

Si revisamos el artículo 14, fracción XV, del presente dic-
tamen, es facultad del fiscal general nombrar y remover li-

bremente a los titulares de las unidades administrativas que
integran la Fiscalía, así como determinar sus facultades, lo
cual implica que quien actuará como suplente será un ser-
vidor nombrado por el fiscal, por lo que esta situación pue-
de conllevar que no se conduzca con imparcialidad en re-
lación a la investigación del fiscal.

Eso también genera un conflicto de intereses, pues quien
ocupe el cargo en caso de ausencia del fiscal será el su-
plente quien a su vez se encarga de la investigación de
aquél.

Por lo anterior, les solicito que aprobemos estas reservas
para darle a la composición de la Fiscalía General y a las
fiscalías especializadas el rango que la propia Constitución
Política les ha conferido, y con ello, la libertad de acción y
la autonomía determinada en la misma Constitución. Es to-
do, diputado presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputado Flores Aguayo. Consulte la Secretaría a la asam-
blea, en votación económica, si se admiten las propuestas
a discusión.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: En vota-
ción económica se pregunta a la asamblea si se admiten a
discusión. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Ma-
yoría por la negativa, presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Se de-
sechan. Tiene la palabra el diputado Catalino Duarte Ortu-
ño, para presentar propuestas de modificación a los artícu-
los 7, 12, fracción III, 12, fracciones II y III del pre citado
dictamen de la Ley de la Fiscalía General de la República.
Siete minutos, señor diputado.

El diputado Catalino Duarte Ortuño: Hemos señalado
aquí en esta tribuna de la reforma que hoy se está discu-
tiendo. No es suficiente para atender el tema de la procura-
ción de justicia en este país. Consideramos que está limita-
da y quiero reconocer los razonamientos que hizo la
diputada Tapia.

Y en ese sentido quiero ratificar que por cuanto hace a la
reserva del numeral 12, la que tiene qué ver con las obli-
gaciones del fiscal general, nosotros consideramos que al
momento de comparecer a rendir su informe lo debe decir



bajo protesta de decir verdad. Y además, apercibirlo de que
en caso de que incurra en falsedad en su informe se proce-
da conforme lo establece la ley.

Igual, esta reserva que tiene que ver con la evaluación. Que
no solamente comparezca a rendir un informe sino que el
Senado valore si su informe se apega a la realidad, si está
cumpliendo con su responsabilidad como fiscal nacional.
De ser así, que sea ratificado o en su defecto, pedir que se
retire de esa responsabilidad.

En relación a la reserva número 7, que son varias fraccio-
nes, centrarnos en que no observamos mecanismos de re-
gulación en relación a la Fiscalía de Delitos Electorales, a
la Fiscalía del Combate a la Corrupción.

Se dejan estas disposiciones legales sueltas, libres de tal
forma que debiesen sujetarse a los convenios internaciona-
les, y principalmente, al respeto a los derechos humanos de
este país, lo cual está muy alejada, como ya lo señalé, esta
reforma.

Por el otro lado estamos planteando en el numeral 12, den-
tro de las obligaciones del Fiscal General, que deben fijar-
se los lineamientos y estrategias necesarias para prevenir,
sancionar y reparar las posibles violaciones de los derechos
humanos reconocidas por el orden jurídico nacional y a ni-
vel internacional.

Necesitamos, como lo dijo Carlos de Jesús, una reforma a
fondo, se requiere voluntad política. Y en ese sentido yo
hago un exhorto a Acción Nacional, al PRI, a todas las
fracciones parlamentarias para que no sean solamente in-
tenciones, se requiere un cambio profundo.

Yo entiendo que los compañeros del PRI tienen su piel muy
sensible, parecen bebes, cuando se les trata los temas im-
portantes empiezan a gritar, a decir cosas fuera de control,
pero han señalado una y otra vez que debemos asumir
nuestra responsabilidad en Iguala y en ese sentido quere-
mos decir lo siguiente, me voy a referir al pueblo de Méxi-
co.

En relación a Abarca y su esposa están en la cárcel. En re-
lación a los policías preventivos que participaron en la de-
tención ilegal de los 43 muchachos, los policías preventi-
vos están en la cárcel. 

También decirle al pueblo de México y pedirle a los me-
dios de comunicación que lo puedan comentar; si bien es

cierto que los policías preventivos de Iguala detuvieron a
los muchachos, se los llevaron, también es cierto que esos
policías preventivos de Iguala llevaron los 43 muchachos a
entregar a los policías preventivos de Cocula y esos pre-
ventivos de Cocula entregaron los 43 muchachos al crimen
organizado y eso el pueblo de México lo debe saber, y lo
que tenemos que hacer aquí tanto el PRD como el PRI es
asumir nuestra responsabilidad y también otros partidos
políticos.

¿Por qué se callan? ¿Por qué no dicen que sus policías pre-
ventivos de Cocula fueron los que finalmente entregaron
los muchachos a la delincuencia organizada? Yo le pregun-
to a mi paisano de Acapulco, si sus policías preventivos no
hubieran entregado a los muchachos a la delincuencia or-
ganizada, estuvieran aquí con nosotros vivos. Por eso deci-
mos que ustedes son los que se los llevaron y ustedes de-
ben de regresarlos.

Ya se les olvidó cuando mataron a los campesinos de
Aguas Blancas.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Dipu-
tado Duarte Ortuño.

El diputado Catalino Duarte Ortuño: Ya se les olvidó la
matanza de los campesinos en Chiapas cuando Chuayffet
era secretario de Gobernación. Por eso asumamos nuestra
responsabilidad y reconozcamos que necesitamos un cam-
bio profundo. Vayamos a una reforma a fondo.

Con mucho respeto, no griten; suban, defiéndanse, digan
aquí que sus policías preventivos de Cocula, gobernado por
el PRI, son los que al final entregaron a los 43 muchachos.
Que me diga aquí Manuel si no es cierto.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Consul-
te la Secretaría a la asamblea en votación económica si se
aceptan las propuestas de modificación a discusión.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: En vota-
ción económica se pregunta a la asamblea si se admiten a
discusión. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Ma-
yoría por la negativa, presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Se de-
sechan. El diputado Fernando Zárate tiene un conjunto de
siete propuestas de modificación a la Ley de la Fiscalía Ge-
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neral de la República, a la Ley Federal de Responsabilidad
Patrimonial del Estado y de Seguridad Nacional. Las reti-
ra. En sus términos el dictamen.

Tiene ahora el uso de la palabra el diputado José Luis Mu-
ñoz Soria, del PRD, para presentar propuestas de modifi-
cación a los artículos 12, fracción III y 31, fracciones VI,
VIII y XIV de la Ley de la Fiscalía General de la Repúbli-
ca. Adelante, diputado.

El diputado José Luis Muñoz Soria: Presidente, en la re-
serva al artículo 31, le entrego una modificación a la pro-
puesta de las reservas diferente a las que tenía registradas.
Se la entrego de una manera atenta.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Señor
diputado, será registrado. Le pido a la Secretaría tome nota
y que se incorpore además al Diario de los Debates el tex-
to del documento(*). Adelante, señor diputado, por cinco
minutos.

El diputado José Luis Muñoz Soria: Muchas gracias,
diputado presidente. Tengo dos reservas, una al artículo 12
y otra al artículo 31 de la Ley de la Fiscalía General de la
República.

Quienes estamos aquí tendríamos que estar construyendo
el marco jurídico que llevara a nuestro pueblo, a nuestro
país a mejores condiciones de vida y a una mejor conduc-
ta de los servidores públicos.

Y no debiéramos estar construyendo leyes que solamente
sirvan para tapar delitos, como ha venido ocurriendo en
muchas de las que se han aprobado por estas mayorías en
esta Legislatura. Nos parece lo mismo para esta propuesta
de la Ley de la Fiscalía General de la República.

En ese sentido sabemos la intolerancia que hay dentro de
las mayorías y que seguramente no van a aprobar ninguna
de las reservas que hagamos, aunque sean para beneficio
de los que hacemos el servicio público.

No debiéramos de estar ocultando nada de lo que pasa en
este país ni viendo a ver cómo podemos tapar las conduc-
tas ilícitas de nuestros compadres.

Nosotros hemos aceptado, y así debería de aceptarse tam-
bién, la conducta incorrecta de un servidor público que
llegó a un cargo por el PRD, y me refiero al alcalde de
Iguala; 

debiéramos de estar preocupados también por el alcalde de
Cocula; debiéramos de estar preocupados también por lo
que sucedió en Atenco, por lo que sucedió en Tlatlaya, por
lo que ha venido ocurriendo en Petróleos Mexicanos con
Oceanografía, debiéramos de estar preocupados porque a
más de un año del desastre que hubo en Acapulco y en
Guerrero por causa de las tormentas tropicales y que se di-
jo que se iba a ir a fondo en quién había dado los permisos
para construir en zonas en las que no debería de construir-
se, ahí siguen tan campantes como si no pasara nada. De
eso es de lo que debiera de estar preocupándolos.

Por eso decimos sí castigo al alcalde de Iguala; pero tam-
bién castigo al alcalde de Cocula; también decimos sí al
que fue gobernador del estado de México y fue causante de
la represión en Atenco; también decimos sí al castigo a
aquel o a aquellos que ocasionaron la ejecución de cerca de
15 personas en Tlatlaya. Eso es lo que debiera de estar pre-
ocupándonos, no estar buscando leyes para ocultar y tapar
a los compadres.

Podrán gritar, pero eso es lo debiéramos tener la responsa-
bilidad. Sí castigo a Iguala, al alcalde; sí castigo al alcalde
de Cocula; sí castigo al causante de la represión en Atenco,
que es ahora quien gobierna este país o dizque gobierna,
pero que lo ha llevado al desastre en compañía de otros que
han venido impulsando este modelo neoliberal del desarro-
llo que lo único que ha traído es pobreza a nuestro país.

La historia los va a juzgar, no hay necesidad de que grita-
ran ni nada, pero van a ver en un futuro no lejano la histo-
ria los va a ubicar como traidores y vende patrias. Muchas
gracias, diputado presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputado. Consulte Secretaría, en votación económica, si se
admite a discusión.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: En vota-
ción económica se consulta a la asamblea si se admiten a
discusión las propuestas. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas
y los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo. Mayoría por la negativa, señor presidente.(*) El documento mencionado se encuentra al final de la votación

de este dictamen



El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Se de-
sechan. Corresponden a las que inicialmente el diputado
Muñoz Soria había presentado con el documento que al
momento que lo hizo entregó a la Secretaría y que apare-
cen publicadas en sus monitores.

Para presentar propuesta de modificación a la denomina-
ción de la ley de la fiscalía General de la República para
eliminar la fracción VII del artículo 6 y el artículo 7, frac-
ciones I, II y III, tiene el uso de la palabra la diputada Lui-
sa María Alcalde Luján, de Movimiento Ciudadano, hasta
por siete minutos.

La diputada Luisa María Alcalde Luján: Gracias, Presi-
dente. El dictamen que hoy tenemos en nuestras manos y
que además se aprueba sin ningún tratamiento analítico, se-
rio, en donde verdaderamente se analice su contenido, es
muy general.

No se especifican las funciones que deberá realizar el fis-
cal general de la República y además conserva el toque de
dominio que el Ministerio Público tiene en el sistema in-
quisitorio.

Francamente no estamos discutiendo un dictamen serio,
descriptivo, que contenga detalladamente las facultades del
fiscal general y la estructura que tendrá la fiscalía general.
Todo lo estamos dejando a que el fiscal sea quien determi-
ne a discreción propia en el reglamento interno.

De poco sirve cambiar el nombre de las instituciones si
continuamos bajo esta misma administración rodeada de
corrupción. Pocos avances lograremos ver si los altos fun-
cionarios de la Procuraduría General de la República se pa-
sarán directamente a la ley de la fiscalía General de la Re-
pública y si el titular de la nueva fiscalía quedará
supeditado al mismo jefe del Ejecutivo que ahora tenemos.
Pocos cambios habrá.

Empecemos con la supuesta autonomía de la fiscalía, que
adquiere un carácter relativo cuando revisamos los meca-
nismos de designación y remoción de su titular. Para lo pri-
mero, el Senado seleccionará una decena de candidatos, los
cuales serán enviados al Ejecutivo para que éste conforme
una terna y la remita a los senadores a fin de aprobarlos con
el voto de las dos terceras partes.

Es decir, los partidos políticos conservan la prerrogativa de
proponer a los candidatos que sean acorde a sus intereses,

y el presidente conserva la prerrogativa de elegir a los que
más le convengan para que cualquiera de ellos pueda ser
votado como fiscal, semejantes procesos han demostrado
poca efectividad y legitimidad en la designación de funcio-
narios supuestamente independientes.

Sin embargo, lo que es preocupante, son los mecanismos
para la remoción del fiscal, que quedarán en manos del pre-
sidente de la República, algo un tanto contradictorio con el
concepto tradicional de autonomía.

Si bien es cierto que esta remoción podrá ser objetada por
la mayoría calificada del Senado, esta facultad presidencial
es un exceso de discrecionalidad que debe ser replanteada.

Por otro lado, la existencia de un Consejo Ciudadano den-
tro la fiscalía como un cuerpo técnico imparcial indepen-
diente y netamente ciudadano, era el vínculo necesario en-
tre la sociedad y la institución encargada de la persecución
del delito.

Un cuerpo permanente encargado no sólo de definir, pro-
poner y dar seguimiento a los programas y políticas de la
fiscalía, sino también de supervisar su labor, señalar sus
faltas y alertar sobre sus vicios.

Este Consejo Ciudadano debía conformarse por expertos
en materia de derecho penal, de procuración de justicia,
transparencia y delitos electorales, por hombres y mujeres
honorables, independientes y altamente capacitados, com-
prometidos con la sociedad sin vínculos ni ataduras con las
estructuras burocráticas en la cual van a desempeñar su la-
bor.

Sin embargo, la Ley de la Fiscalía aborda el Consejo Ciu-
dadano en un solo artículo donde apenas se expresa en tres
líneas señalando que dicho Consejo será conformado por
asesores designados por el fiscal general, y que su labor se-
rá coadyuvar en la definición y seguimiento de programas,
acciones, políticas y estrategias que se implementen en la
fiscalía.

Es decir, el famoso consejo ciudadano de la fiscalía no se-
rá otra cosa más que el cuerpo privado de asesores de Mu-
rillo Karam, no se establecen requisitos que garanticen su
profesionalismo ni candados que eviten su subordinación
al fiscal, ni mecanismos de elección que los dote de inde-
pendencia e imparcialidad, ni mucho menos herramientas
para que la ciudadanía influya en sus decisiones.
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Por si fuera poco, a la Procuraduría General de la Repúbli-
ca la vamos a despedir con graves secretos que se llevará a
la tumba o por lo menos 12 años, tal caso será la investi-
gación del caso Tlatlaya enviándola permanecer bajo re-
serva a pesar de que involucra graves crímenes de lesa hu-
manidad cometidos por las Fuerzas Armadas. Negar el
acceso a la información y a la verdad es negar el acceso a
la justicia. Muchas gracias.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias
a usted, diputada Alcalde Luján. Consulte la Secretaría a la
asamblea, en votación económica, si se admiten a discu-
sión las tres reservas presentadas por la diputada.

La Secretaria diputada Laura Barrera Fortoul: En vo-
tación económica, se pregunta a la asamblea si se admiten
a discusión las reservas expuestas por la señora diputada.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presi-
dente, mayoría por la negativa.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
secretaria. Se desechan. Tiene el uso de la palabra el dipu-
tado Ricardo Mejía Berdeja para presentar propuesta de
modificación a los artículos 15 y 16, fracción I, de la Ley
de la Fiscalía General de la República. Hasta por cinco mi-
nutos, diputado.

El diputado Ricardo Mejía Berdeja: Con su venia, pre-
sidente. Le pido que se puedan insertar íntegras en el Dia-
rio de los Debates estas dos reservas que fundamentalmen-
te se refieren a inconsistencias que hay entre el artículo 102
constitucional y el artículo 15 de la ley que discutimos. 

Porque, en la Constitución, el artículo 102 prevé un régi-
men de suplencias que será determinado por la ley, sin em-
bargo en esta ley que estamos discutiendo no se establece
con claridad, sino que se remite a su vez a un reglamento;
es decir, que el fiscal general será suplido en sus escusas,
ausencias o faltas temporales por el titular de la –dice– fis-
calía, pero en los términos del reglamento, lo cual nos pa-
rece una anomalía, sobre todo porque hay dos fiscalías es-
pecializadas que tienen rango constitucional, como es la
Fiscalía Anticorrupción y la Fiscalía en materia de Delitos
Electorales.

Nos parece, insisto, que esto genera una serie de situacio-
nes que pueden permitir que, en el caso de que se meta una

queja o una denuncia contra el fiscal, el fiscal va a ser al-
guien que el propio fiscal habrá nombrado y esto va a ge-
nerar impunidad, contubernio, va a generar una coraza pa-
ra que se siga blindando y protegiendo los errores, las
omisiones, las averiguaciones previas mal integradas y to-
da la serie de anomalías que han generado que en muchos
casos se consignen ante los tribunales, pero salen libres los
delincuentes, tanto aquellos de delitos graves vinculados a
la delincuencia organizada, como también delitos que tie-
nen que ver con el fuero federal y que no son necesaria-
mente de delincuencia organizada.

Nosotros vemos también que la mención a hechos que pue-
den ser afectaciones a la libertad de expresión y agresiones
a quienes practican el periodismo también está muy res-
tringido y hemos visto en este sexenio agresiones graves a
medios de comunicación, a comunicadores, homicidios no
aclarados; hechos de violencia, y aquí esta ley sigue sien-
do omisa.

Nosotros creemos que el gran problema de la procuración
de justicia en el país no está necesariamente en una ley, si-
no en la falta de capacidad del Ministerio Público para in-
tegrar averiguaciones previas sólidas, lo cual puede ser por
falta de pericia y capacidad profesional o lo que es peor,
por contubernio, por complicidad y por ocultar hechos de
carácter delincuencial.

Por ejemplo, en el caso de Oceanografía, que el actual titu-
lar del Ministerio Público, Murillo Karam, insisto en que es
un delito cometido entre particulares, cuando ya el encar-
gado de la Función Pública ha señalado que hay una afec-
tación de cuando menos 500 millones a Petróleos Mexica-
nos por operaciones realizadas por Oceanografía. Sin
embargo, el Ministerio Público insiste en que es un hecho
entre particulares. Ahí definitivamente, o hay incapacidad
o hay complicidad del procurador Murillo Karam.

Yo me sumo a lo que han dicho varios compañeros cuando
se habla de la investigación de los hechos del 26 y 27 de
septiembre, en Iguala y en Cocula. Resulta extraño, resulta
por demás sospechoso que César Peñalosa, alcalde de ori-
gen priista del municipio de Cocula, no esté detenido y tras
las rejas. En su municipio se perpetró la desaparición for-
zada, los policías y los mandos policiacos intervinieron.

En el basurero municipal se habrían incinerado y victima-
do a jóvenes estudiantes normalistas, y el señor César Pe-
ñalosa goza de impunidad. Por eso nosotros no sabemos si



el que lo protege es Murillo Karam o Enrique Peña, porque
debía –concluyo– debía estar ya tras las rejas y sin embar-
go está en la impunidad.

Nosotros creemos que verdaderamente habremos de contar
con una Fiscalía General autónoma y una fiscalía antico-
rrupción de verdad, cuando el fiscal anticorrupción proce-
se por enriquecimiento ilícito a Enrique Peña Nieto. Si no
todo lo demás son tapaderas, son complicidades, es gato-
pardismo. La verdadera prueba de fuego es que procesen al
presidente por enriquecimiento ilícito. Es cuanto.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Como
lo ha solicitado el diputado, los textos de sus propuestas de
modificación se incorporan evidentemente al Diario de los
Debates(*).

Ahora pregunte, ciudadana secretaria a la asamblea, en vo-
tación económica, si las mismas se admiten a discusión.

La Secretaria diputada Laura Barrera Fortoul: En vo-
tación económica se pregunta a la asamblea si se admite a
discusión. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Se-
ñor presidente, mayoría por la negativa.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Se de-
secha. Tiene el uso de la palabra el diputado Fernando Be-
launzarán Méndez, para presentar –así me lo ha solicitado–
propuestas de modificación a los artículos 36 de la Ley Fe-
deral de Responsabilidades Administrativas de los Servi-
dores Públicos, que es el artículo octavo del decreto y al ar-
tículo 7 de la Ley Relativo a la Celebración de Tratados
Internacionales, que es el artículo septuagésimo quinto del
propio decreto. Hasta por cinco minutos, señor diputado.

El diputado Fernando Belaunzarán Méndez: Con su ve-
nia, presidente, gracias. Por supuesto que el problema de
México es la impunidad, o uno de los problemas que tene-
mos.

Hablaba el presidente de dos Méxicos, efectivamente, en la
justicia se ven muy claramente, los de un México quieren
impunidad, los del otro México –que son la mayoría– su-
fren la arbitrariedad. En nuestras cárceles hay muchos que

están dentro que debieran estar fuera y hay mucha gente
fuera que debiera estar dentro. Ese es nuestro sistema de
justicia y es correcto que ahí pongamos el acento.

Me parece que las propuestas que presentó el decálogo del
presidente es un inicio, pero es insuficiente y vamos a te-
nerle que meter mano para mejorarlo y poder responder a
las altas expectativas que se deben de tener para enfrentar
este problema de raíz.

Es un avance lo que tenemos ahora, porque se da una au-
tonomía. Es cierto, no es la autonomía perfecta que quisié-
ramos, pero se avanza hacia la autonomía con esta Fiscalía
General y es correcto acompañar este esfuerzo, aunque to-
davía pueda ser insuficiente y pensemos que podemos
avanzar quitándole algunas trabas a esta autonomía. Pero
incluso si le diéramos autonomía plena a la Fiscalía Gene-
ral, no por eso estaríamos resolviendo necesariamente el
problema.

Tenemos órganos autónomos muy poderosos, muy fuertes,
importantes, pero que renuncian a ejercer su autonomía. Lo
hemos visto con órganos tan importantes, como el Institu-
to Nacional Electoral que se achica frente a algunos pode-
res fácticos.

Es más, imagínense, el gobernador de Nayarit llegó a decir
que los partidos de oposición estaban vinculados al crimen
organizado, no dio ninguna prueba y el INE no se atrevió a
tocarle un pelo por eso. Y es autónomo.

Tenemos al IFAI, que le dimos toda la fuerza, es una de las
reformas que nos podemos sentir más orgullosos, pero qué
hicieron con su autonomía, el IFAI. Bueno, ni siquiera qui-
so consultar a la Suprema Corte de Justicia sobre los datos
personales en la Ley Telecom, y que es profundamente po-
lémica.

Y así podemos ver en muchos otros organismos que tienen
autonomía, tienen fuerza, pero hay un ADN en el régimen
que busca que todo se someta al Poder Ejecutivo y que el
Poder Ejecutivo controle a éstos.

Decía Alejandro Gómez Arias, gran promotor de la auto-
nomía universitaria en 1929, decía: para que exista autono-
mía hay que ejercerla, si no se ejerce la autonomía es como
si no se tuviera.

Por eso digo, no es garantía tampoco que se pudiera toda-
vía extender más la autonomía, aunque estamos de acuer-
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do con ella. Ojalá que las personas que lleguen a estos ór-
ganos autónomos estén a la altura de eso.

La Comisión Nacional de Derechos Humanos con compla-
cencia, es obvio que se sometió. Esperemos que en esta
nueva etapa el ombudsman sí ejerza su autonomía, y por
eso acompañamos porque creemos que este avance hacia la
autonomía es correcto, y hubiera sido un contrasentido no
respaldarlo.

Me voy a centrar en el artículo 7 de la Ley sobre la Cele-
bración de Tratados. Como saben, el Poder Ejecutivo pue-
de hacer convenios interinstitucionales con otros países,
con otras dependencias, pero siempre la Secretaría de Re-
laciones Exteriores tiene que darle el visto bueno, tiene que
aprobar ese convenio.

Aquí le estamos dando autonomía a la Fiscalía General y le
estamos manteniendo esa posibilidad de que pueda hacer
estos convenios interinstitucionales con otros países. Yo no
me opongo, pero le están quitando la facultad a la Secreta-
ría de Relaciones Exteriores, de ratificar el acuerdo, más
bien, de darle el visto bueno al acuerdo.

Por eso es que les voy a leer la reserva. Artículo 7. Las de-
pendencias y organismos descentralizados de la adminis-
tración pública federal, estatal o municipal, así como la
Fiscalía General de la República deberán mantener infor-
mada a la Secretaría de Relaciones Exteriores acerca de
cualquier acuerdo interinstitucional que pretendan celebrar
con otros órganos gubernamentales extranjeros u organiza-
ciones internacionales.

La Secretaría, y éste es el agregado, deberá formular el dic-
tamen correspondiente acerca de la procedencia de suscri-
birlo, y en su caso, lo inscribiría en el registro respectivo.
Es decir que cuando esta Fiscalía General haga un acuerdo
interinstitucional con otro país necesite también el visto
bueno, el aval de la Secretaría de Relaciones Exteriores,
como actualmente lo tienen otras instancias del Poder Eje-
cutivo, que es el que puede hacer este tipo de cosas.

Seguramente éste va a ser un tema muy polémico en el Se-
nado, porque obviamente, ellos tienen también qué ver con
estos tratados. Ojalá, pido que este artículo 7, presidente,
también quede en el Diario de los Debates.

El 36 que había dicho, me di cuenta que no procedía la re-
serva, entonces ésa la retiro. Pero el artículo 7, éste sí me

gustaría que quedara íntegro en el Diario de los Debates,
presidente. Es cuanto. Gracias.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Se lo
agradezco, diputado. Entonces, retira la reserva relativa al
artículo 36 de la Ley Federal de Responsabilidades Admi-
nistrativas de los Servidores Públicos, en sus términos, del
dictamen.

Consulte la Secretaría si se admite a discusión el artículo 7,
relativo a la Ley sobre Celebración de Tratados, en vota-
ción económica, si se admite a discusión la propuesta de
modificación.

La Secretaria diputada Laura Barrera Fortoul: En vo-
tación económica se pregunta a la asamblea si se admite a
discusión lo expuesto por el diputado Belaunzarán. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa sírvanse manifestarlo. Presidente, mayoría
por la negativa.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Se de-
secha.

Se pide a la Secretaría abra el sistema electrónico, por cin-
co minutos, para proceder a la votación de los artículos,
ahora preciso. Del artículo 1 del proyecto de decreto de la
Ley de la Fiscalía General de la República, el 1, 3, 5, 6, 7,
12, 13, 14, 15, 16, 22, 27, 28, 29, 31, 32 y 41. El artículo 5
del proyecto de decreto relativo a la Ley Federal de Res-
ponsabilidad Patrimonial del Estado y artículo 8 del pro-
yecto de decreto de la Ley Federal de Responsabilidades
Administrativas de los Servidores Públicos. Éste está reti-
rado. Bien, se vota también el artículo 36 de la Ley Fede-
ral de Responsabilidades Administrativas.

El artículo 34 del proyecto de decreto relativo al Código
Nacional de Procedimientos Penales y artículo 167. El ar-
tículo cuadragésimo quinto del proyecto de decreto, todo el
artículo cuadragésimo quinto de la Ley de Seguridad Na-
cional. El artículo septuagésimo quinto del proyecto de de-
creto, relativo a la Ley sobre Celebración de Tratados. Por
cinco minutos.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Háganse
los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados. 



El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Permí-
tame, señor secretario. De la Ley sobre Celebración de Tra-
tados es como habíamos precisado el artículo 7. Abra el sis-
tema electrónico de votación, con esta precisión.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Ábrase el
sistema electrónico de votación por cinco minutos, para
proceder a la votación de los artículos enunciados por el
Presidente de la Mesa Directiva, en los términos del dicta-
men.

(Votación)

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Cierre
el sistema electrónico, secretario.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Ciérrese
el sistema de votación electrónico. ¿Faltó alguna diputada
o algún diputado por emitir su voto? De viva voz, diputa-
dos.

La diputada Tanya Rellstab Carreto (desde la curul): A
favor.

El diputado Francisco Agustín Arroyo Vieyra (desde la
curul): A favor.

El diputado Xavier Azuara Zúñiga (desde la curul): A fa-
vor.

La diputada Merilyn Gómez Pozos (desde la curul): En
contra.

El diputado Ricardo Monreal Ávila (desde la curul): En
contra.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Señor
presidente, se han emitido 319 votos a favor, 94 votos en
contra y 0 abstenciones.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Apro-
bados los artículos reservados en términos del dictamen
por 319 votos. Aprobado en lo general y en lo particular
el proyecto de decreto que expide la Ley de la Fiscalía
General de la República y reforma, adiciona y deroga
diversos ordenamientos legales. Pasa al Senado para
sus efectos constitucionales.
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA
PROTECCION AL AMBIENTE Y DE LA LEY GENE-
RAL DE VIDA SILVESTRE

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de
Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presente.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente de La Ley General de Vida Silvestre.

Atentamente

México, DF, a 9 de diciembre de 2014.— Senador Luis Sánchez Jimé-
nez (rúbrica), vicepresidente.» 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de decreto

Por el que se reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente y de la Ley General de Vida Silvestre.

Artículo Primero. Se reforma el segundo párrafo del ar-
tículo 87 Bis 2 de la Ley General del Equilibrio Ecológico
y la Protección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 87 Bis 2. ...

Corresponde al Gobierno federal expedir las normas ofi-
ciales mexicanas que determinen los principios básicos de
trato digno y respetuoso previsto por esta ley, que incluyan
condiciones de cautiverio, exhibición, transporte, alimenta-
ción, explotación, entrenamiento, manutención y sacrificio
de los animales, así como vigilar su cumplimiento.

Artículo Segundo. Se reforma el segundo párrafo y se adi-
ciona un último al artículo 78; se adiciona una fracción
XXIV al artículo 122 y se reforma la fracción II del artícu-
lo 127 de la Ley General de Vida Silvestre, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 78. ...

Los predios e instalaciones que manejen vida silvestre en
forma confinada, como zoológicos, espectáculos públicos
y colecciones privadas, sólo podrán operar si cuentan con
planes de manejo autorizados por la secretaría, y además
deberán registrarse y actualizar sus datos anualmente ante
la autoridad correspondiente, en el padrón que para tal
efecto se lleve, de conformidad con lo establecido en el re-
glamento.

Queda prohibido el uso de ejemplares de vida silvestre en
circos.

Artículo 122. Son infracciones a lo establecido en esta ley:

I. a XXIII. ...

XXIV. Realizar actos que contravengan las disposiciones
de conservación de vida silvestre fuera de su hábitat natu-
ral, establecidas en la presente ley y en las disposiciones
que de ella se deriven.

…

Artículo 127. La imposición de las multas a que se refiere
el artículo 123 de la presente ley, se determinará conforme
a los siguientes criterios:

I. ...

II. Con el equivalente de 50 a 50000 veces de salario mí-
nimo a quien cometa las infracciones señaladas en las frac-
ciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XIII, XIV,
XV, XVI, XVIII, XIX, XX, XXII y XXIV del artículo 122
de la presente ley.

...

...

...

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los ciento
ochenta días naturales posteriores a su publicación en el
Diario Oficial de la Federación.
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Segundo. Los circos presentarán a la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales de forma inmediata una
base de datos que incluya el número y características de los
ejemplares de vida silvestre que posean. Estas bases de da-
tos se pondrán a disposición de los zoológicos del país pa-
ra que éstos estén en posibilidades de seleccionar a los
ejemplares que sean susceptibles de ser integrados a sus
colecciones.

Los ejemplares de vida silvestre incluidos en las bases de
datos a que hace referencia el párrafo anterior que no sean
seleccionados por los zoológicos, podrán ser entregados
por sus poseedores a los Centros para la Conservación e In-
vestigación de la Vida Silvestre pertenecientes a la Secreta-
ría de Medio Ambiente y Recursos Naturales con el objeto
de que no impliquen gasto por concepto de manutención de
animales que ya no podrán ser utilizados en sus centros de
trabajo.

Tercero. Las legislaturas de los estados y la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, deberán adecuar sus legislaciones para
dar cumplimiento al presente decreto en un plazo que no
exceda de ciento ochenta días naturales posteriores a la pu-
blicación del mismo en el Diario Oficial de la Federación.

Cuarto. Se derogan todas aquellas disposiciones que con-
travengan el presente decreto.

Salón de sesiones de la Honorable Cámara de Senadores.— México,
DF, a 9 de diciembre de 2014.— Senador Luis Sánchez Jiménez (rú-
brica), vicepresidente; senadora Lucero Saldaña Pérez (rúbrica), secre-
taria.» 

Presidencia del diputado 
Silvano Aureoles Conejo

El Presidente diputado Silvano Aureoles Conejo: Túr-
nese a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales para dictamen.

El siguiente punto del orden del día…

La diputada María del Socorro Ceseñas Chapa (desde
la curul). Señor presidente.

El Presidente diputado Silvano Aureoles Conejo: Sí,
diputada Ceseñas.

La diputada María del Socorro Ceseñas Chapa: Gra-
cias, señor presidente. Deberá de recordar este pleno que
tuvimos a bien hacer una felicitación a Malala en el otor-
gamiento de su premio Nobel. Ayer, en la entrega de ese
premio, un joven hizo uso de su derecho para manifestarse
por los actos que han ocurrido en México con los norma-
listas de Ayotzinapa.

Solicito a la Presidencia y a esta Cámara de Diputados se
tenga a bien solicitar que nuestro representante ante el país
de Noruega, tenga a bien hacer las gestiones necesarias y
solicitar la liberación inmediata de ese joven que en uso de
su derecho hizo la manifestación en ese evento, poniendo,
obviamente, en entredicho que no ha actuado el Ejecutivo
federal ni este Estado mexicano en consecuencia con lo
grave de estos hechos de lesa humanidad.

Es una solicitud y va, obviamente, en congruencia; recono-
cimos a Malala y hay un llamado ante esa bandera alzada
de –Malala, please–. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Silvano Aureoles Conejo: Mu-
chas gracias, señora diputada. La Presidencia toma nota e
instruye a la secretaría para que haga lo conducente para
que lo que usted ha expresado, su solicitud, pueda ser ca-
nalizada a la embajada de México en ese país y poder ha-
cer lo conducente. Queda debidamente registrada su preo-
cupación en el Diario de los Debates.
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CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

El Presidente diputado Silvano Aureoles Conejo: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 116 y 122 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos en materia de régimen político y go-
biernos de coalición.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Dictamen
con proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 116 y 122 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en materia de régimen político y go-
biernos de coalición.
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El Presidente diputado Silvano Aureoles Conejo: Para
fundamentar el dictamen, a nombre de la comisión, tiene la
palabra el diputado Julio César Moreno Rivera, Presidente
de la Comisión de Puntos Constitucionales.

El diputado Julio César Moreno Rivera: Con su venia,
diputado presidente, compañeras y compañeros diputados,
a nombre de los integrantes de la Comisión de Puntos
Constitucionales vengo a fundamentar el dictamen con
proyecto de decreto por el que se reforman los artículos
116 y 122 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos en materia de régimen político y gobiernos
de coalición.

En México desde el año de 1997 se dio la alternancia en el
poder y con ello quien ha tenido la titularidad del Poder
Ejecutivo no ha contado con la mayoría absoluta en el Con-
greso, es decir, no cuenta con la mayoría parlamentaria ne-
cesaria para concretar la mayoría de sus propuestas.

Por ello y con el fin de lograr acuerdos que aseguren la po-
sibilidad de que se puedan abrogar una agenda legislativa
en común entre varios partidos políticos, es que debemos
de establecer las reglas para que esto suceda, que exista un
mecanismo que garantice la fluidez parlamentaria.

Los últimos gobiernos electos en México han sido gobier-
nos divididos, gobiernos sin mayoría en donde los legisla-
dores de oposición, al ser una minoría parlamentaria, no
podían incidir en la agenda legislativa.

En la práctica parlamentaria se han dado importantes con-
sensos en temas de relevancia nacional. Con esa finalidad
se logró llevar a cabo la reforma constitucional en materia
político-electoral de diciembre del 2013, publicada el 10 de
febrero del año en curso.

Se incluyó en la fracción XVII del artículo 89 constitucio-
nal la facultad del Ejecutivo federal para que pueda con-
formar gobiernos de coalición en atención a los grandes
cambios sufridos por nuestro país en la conformación de
los órganos de gobierno, otorgando esta herramienta para
mejorar el funcionamiento bidireccional entre los poderes
Ejecutivo y Legislativo.

En la actualidad se observa a nivel mundial una tendencia
en la conformación de gobiernos de coalición derivados de
la pluralidad étnica, social y cultural existente en diversos
países y en razón de la creciente globalización, la cual con-
forma una sociedad cada vez más compleja y que de igual

forma demanda una auténtica representación en las estruc-
turas gubernamentales, sin dejar de lado el rumbo y las po-
líticas que deben de dictar los gobiernos democráticamen-
te electos.

Compañeras y compañeros diputados, estas reformas ya
han demostrado su funcionalidad y viabilidad en la gran
mayoría de los países europeos; llevan más de medio siglo
gobernados por coaliciones, sean éstas mayorías o minorí-
as, por ejemplo en países como Alemania, Holanda, Bélgi-
ca, Suiza, entre otros, por mencionar algunos.

Los gobiernos de coalición permiten expresar mejor los
principales valores de la democracia porque comparten
responsabilidades de gobierno con otras expresiones polí-
ticas y apuestan al pluralismo político, ampliando de esta
forma: la base social del gobierno.

Con esta reforma fortaleceremos el sistema democrático
porque establecemos la posibilidad de crear mayorías par-
lamentarias, situando al parlamento en el centro de la acti-
vidad política, otorgando importancia central al diálogo
político, lo que da paso a la inclusión de fuerzas políticas
minoritarias.

Un gobierno de coalición permitirá incrementar la comuni-
cación entre sus gobernados, teniendo en cuenta la presen-
cia de la opinión pública. Es por ello que en la actualidad
podemos encontrar en diversas formas de gobierno coali-
ciones que no sólo se concretan para llevar a un candidato
determinado al triunfo electoral, sino que también dicha
coalición se refleja en la forma en que se gobierna, aten-
diendo en todo momento a los integrantes de la misma, res-
petando sus ideales y planes de gobierno.

Esta reforma no es de carácter estrictamente electoral. Sus
alcances tienen que ver con el régimen político, en virtud
de que introduce innovaciones en las modalidades del pro-
ceso de gobierno.

La reforma señalada ya es una realidad, por lo que es po-
testativo que el Ejecutivo federal, el poder conformar un
gobierno de coalición mediante la suscripción de un con-
venio, y un programa probado por el Congreso de la Unión.

Ahora bien, la reforma de los artículos 116 y 122 posibili-
ta, al igual que la reforma hecha al artículo 89 constitucio-
nal, que los gobernadores cuenten con esta herramienta pa-
ra optar en cualquier momento por un gobierno de
coalición con uno o varios de los partidos políticos en las

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 10 de diciembre de 2014 331



legislaturas de los estados para con ello alcanzar mayorías
y consensos.

Esta reforma no sólo se basa en un gobierno de coalición,
es decir, que se pacte documentalmente acuerdos mediante
un programa de acción gubernamental y consensos legisla-
tivos, sino también establecerá la facultad de las legislatu-
ras estatales de ratificar los nombramientos que los gober-
nadores hagan de los funcionarios que integrarán el
gobierno de coalición, con ello se obtiene un mejor control
institucional al ser aprobado por los Congresos el staff que
conformará el gabinete en la entidad federativa.

Se exceptúa de tal ratificación por parte de los congresos
los titulares de la seguridad pública, en virtud de la plura-
lidad y trascendencia que tiene la seguridad nacional para
proporcionar una expedita tranquilidad, paz social y condi-
ciones propicias para normar el desarrollo de la actividad
económica y por ende, de la ciudadanía.

La experiencia de la pasada elección federal claramente de-
nota que la democracia mexicana ha cambiado y demanda
una nueva generación de reformas integrales. Es por ello
que urge redefinir la conformación de los órganos del Es-
tado, así como la relación de cooperación y control que de-
ben existir entre estos, evitando la llamada parálisis legis-
lativa causada por gobiernos divididos.

Por lo anterior, los integrantes de las Comisiones de Pun-
tos Constitucionales estamos convencidos que la presente
reforma dotará a las entidades federativas la opción para
conformar este nuevo tipo de gobiernos y brindarle a la
ciudadanía una mejor y equitativa representación y con ello
consolidar y legitimar gobiernos representativos de sus
ciudadanos.

Finalmente, termino citando una frase del parlamentarista
inglés, Douglas Alexander: en la era de los países y econo-
mías globalizadas –como la nuestra– tenemos que encon-
trar la manera de amplificar nuestra voz y de esa forma es-
taremos más propensos a ser escuchados.

Es por lo que, compañeras diputadas y compañeros diputa-
dos, los invito a votar a favor del presente dictamen. Es
cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado Silvano Aureoles Conejo: Mu-
chas gracias, señor diputado. Gracias. Para fijar la postura
de su fracción parlamentaria de Nueva Alianza tiene la pa-
labra el diputado Luis Antonio González Roldán.

El diputado Luis Antonio González Roldán: Con el per-
miso de la Presidencia.

El Presidente diputado Silvano Aureoles Conejo: Tiene
la palabra, señor diputado.

El diputado Luis Antonio González Roldán: Compañe-
ras legisladoras y compañeros legisladores, en los últimos
años México ha dado importantes pasos hacia la celebra-
ción de elecciones libres, ha afianzado las libertades civi-
les y políticas, ha iniciado un proceso de reforma del Esta-
do que incluye la modernización de sus instituciones y de
sus leyes.

Estamos entrando en un verdadero cambio de la forma de
gobierno, nuestro sistema político ha transformado su fun-
cionamiento de diversas formas, haciendo a nuestro país
uno de los que más ha modificado su normativa.

Desde 1997 ninguna fuerza política ha alcanzado una ma-
yoría parlamentaria que permita ejercer acciones de go-
bierno de manera única a nivel federal, pero esta tendencia
ha sido también dada en todas y cada una de las entidades
federativas. La pluralidad, la alternancia y la competencia
llegaron a nuestro país para quedarse.

Gracias a los acuerdos derivados del Pacto por México se
promovió la renovación de múltiples estructuras jurídicas
que ya no respondían al México del siglo XXI y, justa-
mente en este marco de renovación política, los diputados
federales que integramos esta Legislatura evaluaremos y
tomaremos decisiones en torno al proyecto de decreto que
en este momento se nos presenta, y con el que se reforma-
rán los artículos 116 y 122 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de régimen po-
lítico y gobiernos de coalición.

En Nueva Alianza partimos de la convicción de que una
vez que aprobemos esta iniciativa estaremos ciertamente
fortaleciendo al Estado mexicano y a sus instituciones.

Nuestra democracia es un sistema político llamado a resol-
ver problemas del ejercicio del poder, es, por tanto, una
forma de gobierno, un modo de organizar el poder político,
en el que en lo decisivo es que el pueblo no es sólo el ob-
jeto a gobernar, sino también es el sujeto que gobierna.

La fórmula democrática parte de reconocer el pluralismo
como algo inherente y positivo en la sociedad que debe ser
preservado como un bien en sí mismo. A partir de la tran-
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sición y la alternancia política se ha dado un cambio en la
forma de gobierno.

En un sistema democrático el presidente es una pieza del
sistema, donde existen balances y contrapesos instituciona-
les. El poder del Ejecutivo se materializa a través de un or-
den constitucional; Los gobiernos de coalición, está com-
probado en diversas latitudes de nuestro mundo, incentivan
altos niveles de consenso y utilidad social, siempre que va-
ya acompañado de mecanismos de cooperación multiparti-
dista.

Señoras y señores legisladores, el día de hoy nos encontra-
mos aquí, en este salón de sesiones, para analizar, discutir
y aprobar una reforma constitucional en la que, en las enti-
dades federativas de nuestro país abonará una pluralidad
política, la que sin duda fortalecerá nuestra democracia.

La alternancia permite que los diversos grupos parlamenta-
rios participen en la conformación de un gobierno, además
de intervenir en la definición de las políticas públicas a ni-
vel local y de la política económica a nivel nacional.

Los gobiernos de coalición son un producto natural de los
sistemas parlamentarios, en los cuales el gobierno necesita
del apoyo y respaldo del Parlamento, pues cuando los par-
tidos no logran mayoría deben formalizar una coalición
responsable, que evite el fracaso de un gobierno.

Como parte de la reforma político-electoral aprobada en el
presente año se modificó de forma somática nuestro siste-
ma político y se constituyó un cambio auténtico en la for-
ma de gobierno. Mediante esta reforma le estamos dando
viabilidad a lo que en la Federación ya existe, trasladando
a las entidades federativas el mismo sistema de coaliciones
para cada una de éstas.

Por lo tanto, es el momento de establecer diseños y gene-
rar mecanismos de convivencia plural y armónica de los
Poderes y de las voluntades existentes y tender hacia una
verdadera vigencia del equilibrio de Poderes, lo cual puede
obtenerse con la inclusión de los gobiernos de coalición.

En Nueva Alianza consideramos conveniente conformar
gobiernos de coalición, lo que seguramente generará una
gobernabilidad democrática, una gobernabilidad de con-
senso, una gobernabilidad de equilibrio entre los Poderes.

Así, en un país democrático si las realidades cambian, cam-
bia el derecho, pero también mediante el derecho se cam-

bian las realidades. En ese sentido, nuestro voto será a fa-
vor del dictamen que aquí nos ocupa. Es cuanto, señor pre-
sidente.

Presidencia del diputado 
Tomás Torres Mercado

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputado. Para fijar la postura del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo tiene el uso de la palabra el diputado
Ricardo Cantú Garza. Hasta por 10 minutos, señor dipu-
tado.

El diputado Ricardo Cantú Garza: Con el permiso de la
Presidencia. Compañeras y compañeros legisladores, a
nombre del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
acudo a esta tribuna para fijar nuestra posición acerca del
dictamen que nos presenta la Comisión de Puntos Consti-
tucionales, en el que se nos propone la reforma a los artí-
culos 116, 122 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

El propósito de la reforma a los artículos mencionados es
establecer la posibilidad de que en las entidades federativas
y el Distrito Federal se puedan establecer gobiernos de co-
alición mediante compromisos perfectamente establecidos
en un convenio que se celebra entre el Ejecutivo estatal o
Jefe de Gobierno con los integrantes del Poder Legislativo.

La propuesta contenida en el dictamen encuentra su ante-
cedente para estos efectos en la reforma a diversos artícu-
los de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos del 10 de febrero de 2014, en la que en los artículos
76, fracción II y 89, fracción II, se da la posibilidad de que
pueda haber un gobierno de coalición en el Ejecutivo, con-
tando con una mayoría en el Legislativo.

Como todos sabemos, actualmente como forma de asocia-
ción política entre los partidos, en la legislación electoral
mexicana se establecen las coaliciones, pero estas son me-
ramente electorales y al término del proceso correspon-
diente por mandato de ley la coalición queda extinguida.

En el caso que nos ocupa se pretende que la coalición gu-
bernamental dé la suficiente estabilidad política a quienes
habitan en dichas entidades. Debe existir el acuerdo entre
el Ejecutivo respecto de las fuerzas políticas representadas
en el Poder Legislativo, con base en compromisos preesta-
blecidos contenidos en el convenio, que a fin de cuentas se
refleje en el programa de gobierno que se haga.
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Debemos recordar, que con base en el Sistema Nacional de
Planeación, así como el Ejecutivo federal expide al inicio
de su gestión el Plan Nacional de Desarrollo, los ejecutivos
estatales expiden su correspondiente Plan Estatal de Desa-
rrollo, con base en el cual se expiden los programas secto-
riales.

En consecuencia, cuando se apruebe el gobierno en coali-
ción, lo que se hace es reconocer que en el ámbito del Po-
der Ejecutivo se apoyarán las medidas gubernamentales,
particularmente en lo que corresponde a la aprobación del
Presupuesto de Egresos, con las correspondientes partidas
para impulsar el desarrollo económico en los estados y, en
su caso, el del Distrito Federal.

Compañeras y compañeros legisladores, sin lugar a dudas
en nuestro país el tema de las coaliciones gubernamentales
merece un tratamiento adecuado en nuestra norma funda-
mental, su reconocimiento y aplicación tienden a dotar a
los gobiernos de la estabilidad y respaldos suficientes para
que puedan gobernar en beneficio de los ciudadanos.

En cuanto a formas de gobiernos, es interesante reconocer
los claros tintes parlamentarios de la propuesta y su conci-
liación con la forma del gobierno presidencial, pero tam-
bién tenemos claro que el gobierno, en donde una sola per-
sona impone su voluntad, está quedando atrás. Por estas
consideraciones votaremos a favor el presente dictamen.
Es cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputado Cantú Garza. Para fijar la postura del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano, tiene la palabra el
diputado Ricardo Mejía Berdeja.

El diputado Ricardo Mejía Berdeja: Gracias, presidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Adelan-
te, diputado.

El diputado Ricardo Mejía Berdeja: Esta reforma con-
ceptualmente es digna de una revisión desde los politólo-
gos, los estudiosos de los sistemas electorales, del parla-
mentarismo y es, digamos, políticamente correcta desde el
punto de vista de la normalidad democrática.

Yo respeto y valoro la iniciativa que presentó el diputado
Silvano Aureoles, para constituir gobiernos de coalición en
los estados de la República. Sin embargo, me parece que al

menos desde la óptica nuestra, que en esta reforma pasa un
tanto lo que pasó con la de movilidad, que las circunstan-
cias del país, aunque sea del orden político local. Sin em-
bargo, también las circunstancias del país irrumpen en lo
que sería un modelo teóricamente correcto, pero que dada
la coyuntura y las circunstancias que hoy vive México, de-
finitivamente nos obliga a revisarla con mayor cuidado.

En primer término, en los hechos en México se dio un go-
bierno de coalición. Desde el arranque del sexenio en cur-
so, el 2 de diciembre se articula el Pacto por México como
un modelo que vino a legislar en los hechos, que vino a im-
poner reformas y que vino a constituir una mayoría parla-
mentaria que aprobó reforma tras reforma, las cuales noso-
tros consideramos regresivas.

Y hay que ver hoy cómo está el país, con un dólar lindan-
do ya lo s15 pesos. Con un barril desplomado. Con un país
polarizado y habrá quien diga que no es producto de las re-
formas estructurales, pero sí, no podemos soslayar que hoy
México vive una crisis económica, social, una crisis políti-
ca y una crisis de seguridad.

Por esa razón nosotros no compartimos el espíritu de esta
reforma cuando hay un cuestionamiento a los gobiernos di-
vididos. Cuando hay un cuestionamiento a la oposición,
que en un régimen democrático es un contrapeso al poder
público.

Nosotros creemos que el voto retrospectivo que dan los
electores, que premian o castigan a los buenos o malos go-
biernos es un elemento esencial de una democracia conso-
lidada.

Por esa razón nosotros creemos que se parte de supuestos
falsos. Se ha justificado la propuesta diciendo que el gabi-
nete sería mejor o de mayor calidad por el simple hecho de
ser ratificado por el Poder Legislativo. Lo cual no necesa-
riamente es cierto, porque lo que México ha vivido es que
se reparten las cuotas partidistas y no se privilegian los per-
files profesionales o la calidad ética de los aspirantes sino
el arreglo, el reparto del pastel para acomodar los cargos
públicos.

En todo caso, la ratificación de un gabinete en un gobierno
de coalición tendría que ver con la discusión, con el escru-
tinio, con la transparencia, con la rendición de cuentas, pero
no advertimos a partir de los últimos hechos que vayamos
corrigiendo esta circunstancia, todos los nombramientos de

Año III, Primer Periodo, 10 de diciembre de 2014 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados334



los órganos autónomos responden al cuotismo, a las cuotas
partidistas y no a la calidad democrática y profesional de
los integrantes.

También no podemos soslayar que muchas de las propues-
tas de gobiernos de coalición en realidad son planteamien-
tos personales para tener un discurso de campaña y no ne-
cesariamente porque sea el mejor diseño institucional.

Nosotros hemos visto que lo que México vive hoy con el
pacto o lo que ha generado el pacto, sus frutos podridos,
pues no necesariamente fueron cuestiones positivas, quizás
si hubiera habido mayor oposición de quienes integran el
PAN o la mayoría del PRD, quizá muchos de los problemas
del país hoy no estarían pasando.

Y entonces institucionalizar los acuerdos partidistas me-
diante gobiernos de coalición no necesariamente fortalece
la vida política y democrática del país en una circunstancia
tan convulsa como la que vivimos. 

Nosotros pensaríamos que abonarían más en la coyuntura
actual del país otras reformas. Por ejemplo, fortalecer las
atribuciones de las comisiones de investigación de las Cá-
maras del Congreso con base en el artículo 93 constitucio-
nal Fortalecerlas para que el Poder Ejecutivo y las institu-
ciones públicas, sobre todo las empresas de participación
estatal –las que existan todavía– o los organismos descen-
tralizados estén siempre vigilados bajo la lupa de la oposi-
ción, por eso creemos que en todo caso tendría que fortale-
cerse la comisión de investigación.

Y yo por eso celebro que por ahí ya hay una iniciativa pa-
ra insistir en una comisión de investigación de los contra-
tos de Higa que se requieren 125 firmas, según el artículo
93 constitucional. Ésa sí sería una buena noticia para la de-
mocracia del país, fortalecer las comisiones de investiga-
ción.

Por otro lado, un grupo de legisladores presentamos una re-
forma al artículo 84 constitucional para que a los tres años
de gobierno, cuando hay un mal gobierno, se pueda convo-
car a nuevas elecciones. Esto iría de la mano de la revoca-
ción de mandato que es indispensable en nuestro sistema
político y que sigue habiendo resistencias a construir una
verdadera revocación de mandato.

Si tuviéramos comisiones de investigación más fuertes, si
tuviéramos revocación de mandato, este régimen político

se transformaría. Habríamos evitado tantos casos de co-
rrupción y tantos problemas en el país.

Me parece que en la coyuntura actual los gobiernos de coa-
lición, aun sea en el ámbito local, institucionalizarían las
componendas y los acuerdos por encima del país. Hoy Mé-
xico vive una crisis de representación y acotaron más la
pluralidad bajo el argumento de que la oposición es nega-
tiva porque obstruye al gobierno, me parece que no es un
argumento sólido.

Por esa razón mi voto será en contra y seguramente de la
mayoría de mis compañeros de grupo parlamentario, por-
que consideramos que aunque el planteamiento conceptual
y teóricamente es correcto, la coyuntura del país no ameri-
ta gobiernos de coalición. Amerita una oposición sólida,
una oposición con capacidad para incidir en las políticas
pero sin claudicar y sin componendas. Es cuanto.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputado. Para fijar la postura del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, tiene la palabra la
diputada Ruth Zavaleta Salgado. Hasta por 10 minutos,
diputada.

La diputada Ruth Zavaleta Salgado: Con su venia, pre-
sidente.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Adelan-
te, diputada.

La diputada Ruth Zavaleta Salgado: Estimadas compa-
ñeras, estimados compañeros diputados. La minuta que
hoy estamos discutiendo tiene que ver con una omisión que
tuvimos nosotros al votar una reforma constitucional, por-
que en la reforma constitucional que ya comentaron los
oradores que me antecedieron del artículo 74, 76, 89, no
habíamos contemplado los estados de la República para
que se homologara la posibilidad de optar por los gobier-
nos de coalición.

Por eso es de agradecérsele al diputado Silvano Aureoles la
presentación de la iniciativa que tuvo a bien presentar y la
cual estamos discutiendo para reformar el artículo 116 y
122.

Me sumo a lo dicho por el compañero que me antecedió
respecto a que quizás éste no sea el mejor esquema para re-
solver los conflictos o los posibles conflictos que se deri-
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van de las cuestiones de gobierno, pero sí es un modelo que
ya se practica desde 1985 en Argentina, Brasil, Chile,
Ecuador y Uruguay.

Respecto a la figura de coalición tenemos nosotros el ante-
cedente si no formal en la Constitución, el antecedente de
los gobiernos de coalición que surgieron en la pasada elec-
ción en el estado de Oaxaca, sumar incluso el de Puebla, el
de Guerrero, por cierto, que quizás no es más amplio que
los otros pero son gobiernos, y el de Sinaloa, que surgieron
a partir de acordar varios partidos políticos la posibilidad
de lanzar un candidato único y tener potenciada su proyec-
ción electoral.

No obstante que esto ya es una práctica y que por cierto no
nos ha dado los mejores resultados, por eso me sumo a lo
que dijo el compañero anteriormente, quizás no sea el me-
jor modelo porque lamentablemente los gobiernos que sur-
gieron así no nos han dado los mejores resultados. 

La eficiencia y la eficacia han abundado en ausencia en al-
gunos de estos estados y la gobernabilidad tan cuestionada
a nivel federal, se ve más cuestionada anteriormente en es-
tos gobiernos locales de coalición que de hecho ya están
funcionando, pero que en la norma no estaban establecidos.

Por otra parte, compañeros, ya teníamos la coalición parla-
mentaria, tampoco formal, pero sí en los hechos en esta Le-
gislatura. La coalición parlamentaria impulsada por los tres
partidos políticos mayoritarios, que si bien es cierto es un
modelo a seguir para lograr acuerdos, adolece de la inclu-
sión de las minorías.

Es necesario e indispensable que en el futuro esas coalicio-
nes parlamentarias que se dieron –por cierto– fuera del par-
lamento, puedan establecerse dentro del parlamento, inclu-
yendo a los partidos emergentes. Por eso la importancia de
lo que vamos a votar el día de hoy. Los gobiernos de coa-
lición vienen a responder a dos necesidades, desde mi pun-
to de vista.

El primero es la necesidad de lograr mayorías que fortalez-
can la política pública que impulsen los gobiernos en cada
estado de la República.

Segundo, que vienen a obligar a la corresponsabilidad po-
lítica de todos los actores que están involucrados lanzando
un candidato para la obtención de sus ganancias electorales
y desde ahí puedan lograr una plataforma que logre no so-
lamente gobernabilidad, estabilidad, legitimidad, sino efi-

ciencia y eficacia en los gobiernos y evitemos conflictos
como los que estamos viviendo el día de hoy, que nos han
llevado a una crisis política, social que no debería haber
trascendido a nivel nacional y mucho menos a nivel inter-
nacional.

Por otra parte, compañeras y compañeros, estos gobiernos
de coalición vienen también a responder a la necesidad de
impulsar un nuevo modelo que nos permita que, dentro de
las cámaras de diputados locales en los gobiernos de los es-
tados, haya corresponsabilidad con lo que se vota y se dis-
cute al interior de esas cámaras.

Es decir, este modelo de coalición va a fortalecer la demo-
cracia local y nacional porque va a cambiar el modelo de
discusión que tenemos en el Congreso de la Unión, en don-
de en esta legislatura hemos tenido que votar muchas de las
leyes de manera pronta y expedita, pero muchas veces, co-
mo hoy, no hemos visto que teníamos que incluir algunas
figuras locales como ésta de la coalición de gobierno.

Vamos a ser más corresponsables los diputados locales en
discutir lo que estamos debatiendo en la tribuna y en poder
tener mayor calma para lograr leyes de calidad, pero sobre
todo políticas públicas que les den respuesta a los ciudada-
nos.

Son indispensables, compañeras y compañeros, con los
nuevos tiempos que estamos viviendo, dos características
que tienen que surgir de estas nuevas figuras. La primera es
cómo logramos que además de tener instituciones fuertes,
de tener leyes nuevas que fortalezcan la democracia, logre-
mos que los ciudadanos se involucren con todo lo que es-
tamos logrando transformar de la democracia formal.

Nos falta la segunda parte y en esa solamente vamos a lo-
grar involucrar a los ciudadanos cuando nosotros actuemos
con una representación plena que sea calificada por la efi-
ciencia y la eficacia, pero sobre todo que sea calificada con
mucha transparencia en los estados de la República y a ni-
vel local.

Por eso creo que la corresponsabilidad que logren estas
nuevas figuras de gobiernos de coalición, van a lograr que
cambiemos el modelo democrático. Y, segundo, por últi-
mo, cómo logramos que esos gobiernos en vista de los he-
chos que hemos visto en estos últimos días establezcan en
sus agendas que lo más importante de un político y del que-
hacer público, es poner en el centro de su visión los dere-
chos humanos y los derechos de las personas, porque esta-
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mos gobernando para las personas, porque estamos legis-
lando para las personas y tenemos que involucrarlas en to-
do lo que aquí se discuta, en lo que se analice y lo que se
debata desde siempre.

Por eso compañeras y compañeros, los invito a que vote-
mos esta minuta, a que votemos a favor. El Verde Ecolo-
gista de México ha discutido ampliamente este tema en dí-
as pasados, y nosotros consideramos que es correcta la
iniciativa y por eso la hemos apoyado y la impulsamos des-
de esta tribuna. Es cuanto, presidente. Gracias.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias
a usted, diputada Zavaleta Salgado. Tiene el uso de la pa-
labra el iniciante y además presidente de este cuerpo cole-
giado, diputado Silvano Aureoles Conejo. Adelante, señor
presidente.

El diputado Silvano Aureoles Conejo: Muchas gracias,
presidente. Gracias compañeras, compañeros, honorable
asamblea, vengo a esta tribuna a fijar la postura de mi gru-
po parlamentario con relación al dictamen con proyecto de
reforma constitucional que nos ocupa. Lo hago además con
el compromiso de ser el proponente de esta iniciativa para
expresar, en esta oportunidad, algunas razones por las que
considero se debe de apoyar.

La reforma del Estado ya no se puede concebir a partir de
una fórmula estática y perenne. En sociedades complejas
y plurales como la nuestra, debe de ser una tarea perma-
nente.

La manera en que se ejerce el poder público, la forma en
que se relacionan las fuerzas políticas en aras de la eficien-
cia, la eficacia y la efectividad en la consecución de sus fi-
nes, debe de estar a tono con el tipo de sociedad que tene-
mos.

El sistema político mexicano debe corresponder a la diver-
sidad ideológica de un pueblo pluricultural hasta en tanto
no se resuelvan las asimetrías, es imposible homogenizar
las visiones políticas.

Por ello debemos robustecer nuestras fórmulas de entendi-
miento y fortalecer nuestros espacios de encuentro, lo cual
nos permitirá la identificación de la agenda común de los
asuntos públicos. A ninguna fuerza política se le debe des-
calificar por anticipado. Todas las visiones son necesarias
cuando se vive en una realidad en donde se requiere gran-
des soluciones.

Indiscutiblemente el ejercicio de la democracia debe seguir
su cauce, para que las ciudadanas y los ciudadanos decidan
sobre la base de las reglas de las mayorías, pero también el
signo de las democracias maduras, el principio de la inclu-
sión, por el cual las minorías no sólo deben de tener voz y
representación, sino también la posibilidad de asumir la
responsabilidad de la toma de decisiones y de la conduc-
ción del gobierno.

Hay diferentes acontecimientos que expresan la crisis del
Estado mexicano a la pluralidad de enfoques políticos, en
consecuencia no se debe anteponer la cerrazón ni la intole-
rancia.

El sistema electoral mexicano permite hoy día la constitu-
ción de coaliciones partidistas, la práctica legislativa per-
mite las coaliciones parlamentarias, pero nos faltan los ins-
trumentos jurídicos que nos permitan construir los
gobiernos de coalición en todos los órdenes.

Es decir, hoy tenemos la oportunidad de sentar las bases,
desde las normas constitucionales, para que se incluyan en
las Constituciones locales de las entidades de la República
y en el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal los go-
biernos de coalición.

Si bien es cierto que con la reforma política del 10 de fe-
brero de 2014 es facultad del Ejecutivo federal optar por un
gobierno de coalición, también lo es que dicha posibilidad
aún no se encuentra prevista en los órdenes locales.

Es precisamente en los estados y en los municipios en don-
de por diversas razones se observa la mayor fragmentación
política, en donde el tiempo transcurre en escenarios de
alta competencia y no están ajenos a la constante contro-
versia.

La posibilidad de contar en los órdenes locales con gobier-
nos de coalición satisface la necesidad de creare gobiernos
más estables, la actuación de los servidores públicos ten-
dería a ser más transparente a partir de visiones más inclu-
yentes. Aportar soluciones integrales a una problemática
compleja pasa por la necesidad de eliminar los obstáculos
por razón de pertenencias políticas.

El propósito entonces en esta iniciativa no es reducir las
atribuciones del Poder Ejecutivo, sino de diseñar un esque-
ma donde el Ejecutivo tenga una gobernabilidad democrá-
tica más fluida, que tenga un respaldo legislativo más am-
plio y que el Poder Legislativo sea a su vez un contrapeso
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y un órgano de control más fuerte, que obligue al mismo
Ejecutivo a observar estrictamente sus facultades y a una
rendición de cuentas más seria y más responsable.

Obviamente el titular del Ejecutivo local, al optar por un
gobierno de coalición tendrá que contar con un respaldo le-
gislativo mayoritario y el nombramiento de sus integrantes,
del Poder Ejecutivo local, de su gabinete, tendría que ser
ratificado por la mayoría de sus respectivas Cámaras legis-
lativas.

Compañeras y compañeros, el ejercicio unipersonal del po-
der público no corresponde ya con el mosaico ideológico y
multicultural de nuestro México. La fragmentación de pos-
turas sólo abona a la dispersión de recursos y a las políti-
cas públicas erráticas, desenfocan las verdaderas priorida-
des.

La pluralidad es un valor de toda sociedad política que no-
sotros no hemos sabido aprovechar debidamente. Los go-
biernos de minorías están condenados a la ineficacia, a la
debilidad institucional y con ello a generar vacíos que han
sido ocupados por los poderes fácticos, poniendo en riesgo
la propia viabilidad del Estado. Ante ello, es necesario y es
pertinente que más vale –y hay que decirlo con mucha cla-
ridad–, más vale tener gobiernos compartidos que tener go-
biernos divididos y débiles.

La fuerza del Estado debe de estar enraizada en la fuerza
de la sociedad. Para ello debemos de aprovechar al máxi-
mo el impulso social para provocar una simbiosis que nos
catapulte a encontrar soluciones de largo plazo a los gran-
des problemas que hoy vive nuestro país.

En virtud de lo anterior es que llamo a mis compañeras y
compañeros de mi grupo parlamentario, así como al resto
de los integrantes de esta honorable Cámara de Diputados
a votar por este dictamen.

Es tiempo de una reflexión profunda, es tiempo de alzar la
mira y ubicar el momento que vivimos y con ello estar a la
altura de las circunstancias y de la responsabilidad que nos
toca y ofrecerle al pueblo de México las soluciones que
hoy demandan. Por su atención, muchas gracias.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
señor diputado Silvano Aureoles El Presidente diputado
Silvano Aureoles Conejo. Para fijar la postura del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, tiene el uso de

la palabra el diputado José Alfredo Botello Montes. Hasta
por diez minutos, señor diputado.

El diputado José Alfredo Botello Montes: Con el permi-
so del presidente. Compañeras y compañeros diputados,
desde luego hay visiones distintas y esa es la riqueza del
Parlamento.

Quiero decirles que no venimos a legislar por coyuntura,
sino por lo que es mejor para el país y la democracia. La
coalición parlamentaria se ha dado en muchas ocasiones en
este Parlamento, pero aún falta una figura muy preciada,
que es la figura de la coalición en el gobierno.

Desde el principio de los trabajos en esta Legislatura, los
diputados y diputadas del PAN planteamos en nuestra
agenda legislativa la propuesta para establecer la segunda
vuelta electoral y los gobiernos de coalición, como dos fi-
guras democráticas y de gobierno en beneficio de la trans-
formación que estábamos viviendo en México. Por ello es
que damos la bienvenida a una de estas figuras y acompa-
ñamos la iniciativa que fuera formulada por el actual presi-
dente de la Mesa Directiva, Silvano Aureoles Conejo, vo-
tada ya de manera unánime en la Comisión de Puntos
Constitucionales respecto a los gobiernos de coalición en el
ámbito estatal.

El maestro Alonso Lujambio, que en paz descanse, daba
cuenta en su obra El poder compartido, de la importancia
que los partidos y fuerzas políticas opositoras estaban te-
niendo en las legislaturas locales, como signo inequívoco
de la transición democrática en México y ésta a partir de la
reforma de 1977, que establecía la obligatoriedad para que
los Congresos locales pudieran contar con un sistema elec-
toral mixto que diera representación a las minorías.

En ese estudio, el maestro Lujambio advertía sobre la ten-
dencia creciente de Congresos locales sin mayoría del par-
tido del que había emanado el titular del Ejecutivo, por lo
que nos da como resultado un gobierno dividido en el ám-
bito local.

En breve repaso de la historia reciente de nuestro país te-
nemos, que fue en 1994 cuando en el estado de Guanajua-
to se contó por primera ocasión con una mayoría en poder
de un partido distinto del que había emanado el gobernador
en turno, y posteriormente a ello lo mismo ha sucedido en
Baja California, Chiapas, Jalisco, Tlaxcala, Colima, estado
de México, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Que-
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rétaro, San Luis Potosí, Sinaloa, Zacatecas. O sea, casi la
mitad de los estados de la República y esa tendencia es cre-
ciente.

Por ello, la importancia del decreto que hoy se nos presen-
ta a discusión y aprobación, para reformar los artículos 116
y 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en el que se establece otorgar a los titulares de
los Ejecutivos locales, previa reforma que realicen los Po-
deres Legislativos también estatales, la opción de integrar
gobiernos de coalición que puedan tener un respaldo ma-
yoritario y plural en los respectivos Congresos.

De ser así, el gobierno de colación se regulará por el con-
venio y el programa respectivo, los cuales deberán ser
aprobados por mayoría de los miembros presentes en las
legislaturas de los estados.

El convenio establecerá las causas de la disolución del go-
bierno de coalición. Las constituciones locales establece-
rán las facultades de las legislaturas en los estados, de rati-
ficar los nombramientos que los gobernadores hagan de los
funcionarios que integraran el gobierno de coalición, con
excepción del titular en el ramo de seguridad pública.

En iguales términos será para lo que corresponde a la jefa-
tura del Gobierno del Distrito Federal.

Esta figura, como ya se ha dicho, ya forma parte de nues-
tro máximo instrumento legislativo, que es la Constitución
General de la República. En lo que respecta al gobierno fe-
deral y ahora con este decreto se pretende ampliarla al ám-
bito estatal.

El gobierno de coalición permitiría presentar un frente co-
mún entre el Poder Ejecutivo y la mayoría de los integran-
tes del Poder Legislativo. Se fortalece con ello la legitimi-
dad de ejercicio en ambos poderes. Se dota de estabilidad
y gobernabilidad, pues la mayoría conformada en el Legis-
lativo daría soporte al Poder Ejecutivo.

Se genera un círculo virtuoso a partir de la cooperación y
diálogo entre poderes Ejecutivo y Legislativo, teniendo co-
mo resultado la corresponsabilidad de los actores políticos.

El gobierno de coalición que estamos proponiendo es una
institución que lejos de debilitar a los poderes públicos for-
talece la forma de gobierno y la gobernabilidad democráti-
ca. Por ello y habiendo reconocido que esta situación en
donde cada vez es más difícil conformar un gobierno que

cuente por sí solo con la mayoría absoluta en las legislatu-
ras y que esto se replica en la mayoría de las entidades fe-
derativas, es imperativo que asumamos la responsabilidad
de legislar en esta materia, reformando la Constitución Ge-
neral de la República y por ello, los diputados y diputadas
del PAN, votaremos a favor del dictamen para seguir cons-
truyendo una patria ordenada y generosa y una vida más
digna para todos.

Acción Nacional, el PAN, siempre desde su fundación ha
luchado por medios legales y pacíficos por construir la de-
mocracia mexicana y hoy en día seguimos dando la batalla
para consolidarla y fortalecerla. Así seguiremos realizán-
dolo porque México lo necesita. Muchas gracias.

Presidencia del diputado 
Francisco Agustín Arroyo Vieyra

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Gracias a usted, diputado. Don Héctor Gutiérrez de la
Garza tiene el uso de la voz. Viene usted muy aplaudido,
don Héctor. Aquí lo esperamos.

El diputado Héctor Humberto Gutiérrez de la Garza:
Con su venia, diputado presidente, compañeras y compa-
ñeros legisladores. Desde 1997 se viene presentando en
México el fenómeno de los gobiernos divididos, cuya prin-
cipal característica es la ausencia de una mayoría en el
Congreso que contribuya a la construcción de acuerdos pa-
ra la gobernabilidad, lo que ha traído como consecuencia
en muchas ocasiones el inmovilismo, tal y como lo señaló
el entonces senador y ahora coordinador del Grupo Parla-
mentario del PRI en esta Cámara de Diputados, diputado
Manlio Fabio Beltrones Rivera, al presentar el 14 de sep-
tiembre de 2011, una iniciativa tendiente a incluir en nues-
tra Carta Magna la figura de los gobiernos de coalición.

Por esta razón, fue indispensable actualizar y perfeccionar
el régimen político del país, lo cual fue posible gracias a la
reforma constitucional en materia político-electoral publi-
cada el pasado 10 de febrero. Fue por esa enmienda que se
modernizaron las reglas e instituciones electorales y se po-
sibilitó la consecución de acuerdos de colaboración a tra-
vés de la inclusión de la figura de los gobiernos de coali-
ción, esto en virtud de que tal institución busque establecer
una responsabilidad compartida entre los Poderes Legisla-
tivo y Ejecutivo con la finalidad de alcanzar los objetivos
nacionales prioritarios permitiendo así definir conjunta-
mente un programa de gobierno y una agenda legislativa
común.
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Esta nueva figura a pesar de que representa una respuesta a
la realidad que se ha vivido en los últimos años, única-
mente fue incorporada en el ámbito federal, pese a que el
fenómeno de la fragmentación política de los partidos tam-
bién tiene verificativo en el ámbito de las entidades federa-
tivas, en donde la conformación de una sola fuerza política
para formar gobierno. 

Homologando esta facultad constitucional de formar go-
biernos de coalición hacia los Poderes en las entidades fe-
derativas, se da un efecto positivo de gobernabilidad de los
estados y se adoptarán políticas inclusivas que legitimarán
el proceso de toma de decisiones políticas fundamentales.
Igualmente, se logrará una doble legitimación tanto del eje-
cutivo local como del Congreso local.

Es menester señalar, que ésta es una iniciativa presentada
por nuestro compañero y amigo, el diputado Silvano Aure-
oles, Presidente de la Mesa Directiva de esta Cámara de
Diputados, en la cual refleja la pertinencia de este dicta-
men, ya que la facultad de optar por un gobierno de coali-
ción en las Legislaturas de los estados debe estar contem-
plada en las constituciones locales o en su caso en el
Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, replicando así el
modelo federal actualmente vigente.

De igual modo, es pertinente bajo este sistema de colabo-
ración entre poderes, que resulta pertinente tanto a los Con-
gresos locales como la Asamblea Legislativa del Distrito
Federal, que puedan ratificar los nombramientos que los
gobernadores y el jefe de gobierno hagan de los funciona-
rios que integran el gobierno de coalición.

Así, lo que se pretende con la inclusión de los gobiernos de
coalición en los estados es evitar la parálisis parlamentaria
y permitir que los Poderes Ejecutivos y Legislativos asu-
man la corresponsabilidad de dar estabilidad política a las
entidades federativas.

El Grupo Parlamentario del PRI votará a favor de este dic-
tamen toda vez que servirá para dar concordancia a las re-
formas estructurales puestas en marcha por el Presidente
Enrique Peña Nieto en beneficio de todos los mexicanos y
mexicanas.

Es llevar a nuestras entidades federativas posibilidades de
acuerdo para que de ninguna manera exista justificante o
excusa de la parálisis de un gobierno de un estado, de una
federación que requiere el movimiento de todos. Muchísi-
mas gracias, diputado presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Gracias, a usted, don Héctor Gutiérrez de la Garza. Tie-
ne la palabra en pro doña Alliet Mariana Bautista Bravo.

La diputada Alliet Mariana Bautista Bravo: Honorable
asamblea. El tema que nos ocupa hoy es de urgencia para
la clase política más no para la ciudadanía que le preocupa
el desempleo, la inflación, la inseguridad y sobre todo un
mejor sistema de justicia y la falta de credibilidad en las
instituciones que nos gobiernan.

Sin embargo demos atención al dictamen de la Comisión
de Puntos Constitucionales relativo a la opción de gobier-
nos de coalición en los estados de la República y en el Dis-
trito Federal. Mi grupo parlamentario se ha expresado a fa-
vor del asunto, no obstante hacen falta algunas reflexiones
en relación con el tema.

Históricamente se registra que los gobiernos de coalición
se han dado en contextos donde existen sistemas políticos
conflictivos, en crisis sistémicas o en procesos de fracturas
sociales, polarizaciones políticas, fragmentaciones partida-
rias, inestabilidad social o escaso rendimiento guberna-
mental.

En 2010 Oaxaca, Puebla y Sinaloa optaron por una coali-
ción político electoral. Sin embargo ésta no trascendió en
la coalición de gobierno. Tal alianza sólo se limitó a la in-
vitación de personas de los partidos coaligados a la estruc-
tura del gobierno.

Sin duda alguna el presente dictamen contribuirá a corregir
algunas distorsiones políticas de nuestro sistema político,
distorsiones que en algunas ocasiones se manifiestan en
oportunismo electoral.

En nuestro grupo parlamentario hacemos votos para que
los poderes locales tengan oportunamente la inteligencia
política para reconocer que el estadio de inestabilidad les
ha superado y que es urgente una reorientación política con
la suma de los proyectos y programas emanados de parti-
dos diferentes al que los postuló.

La puesta en marcha de esta reforma, lo digo con optimis-
mo, hará a las mayorías responsables de los resultados de
los gobiernos estatales.

Es necesario que nuestra democracia sea eficiente para las
y los ciudadanos; que la gobernabilidad se cifre en lo me-
jor de los partidos y sus proyectos. Con esta reforma cons-
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titucional dejamos para otra coyuntura la discusión de sis-
temas electorales, como por ejemplo es la segunda vuelta.

De acuerdo con los académicos que han abordado el tema,
los gobiernos de coalición se justifican en las actuales con-
diciones de desarrollo político de nuestro país, caracteriza-
das por los resultados electorales muy cerrados que han po-
larizado a la sociedad mexicana y requieren días que den
cauce a la expresión de las diferencias.

Consideramos por ello que la reforma de los artículos 116
y 122 de nuestra Constitución, puede ayudar a fortalecer la
democracia, a recuperar la confianza ciudadana.

No nos debemos conformar, debemos insistir en lograr un
sistema político que incentive la participación y la vigilan-
cia de la sociedad, la construcción de ciudadanía. Quizás
debamos llegar a un sistema parlamentario; esto habrá que
analizarlo.

Finalmente nos sumamos a las felicitaciones al diputado
Aureoles por esta iniciativa que con seguridad redundará
en la mejora del sistema político nacional. Pero por lo
pronto hoy exhortamos a votar a favor de este dictamen.
Muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Gracias a usted, doña Alliet Mariana. En contra, Javier
Orihuela García.

El diputado Javier Orihuela García: Buenas tardes,
compañeros y compañeras. Como ustedes han visto, no he-
mos subido a la tribuna porque nos hemos mantenido al
margen de las discusiones. Pero hace rato recibí una lla-
mada de compañeros de mi distrito y me dijeron: Javier,
qué pasó, por qué no hablaste en el dictamen de la ley pa-
ra la fiscalía y ahorita queremos escucharte. Aquí estoy por
eso, compañeros.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Nada más le recuerdo que estamos en otro dictamen
sobre gobiernos de coalición.

El diputado Javier Orihuela García: Entonces se nos
juntaron las dos cosas. Antes que nada quiero decir que
vengo a hablar no a nombre del PRD, no a nombre de mi
fracción, de mi partido, sino como diputado federal del II
distrito por el estado de Morelos, obligado por la presión
social.

Antes que nada quiero reconocer a mi compañero, ahora
presidente de la Mesa Directiva, diputado Aureoles, y de-
cir que es loable la iniciativa.

Sin embargo, estos años que llevamos en esta legislatura
hemos vivido una coalición en esta Cámara de Diputados,
una coalición que desgraciadamente se ha separado de la
esperanza del pueblo, se ha constituido una coalición de
facto donde un grupo controla a derechas e izquierdas y
nos impuso desde el primer momento de esta legislatura
una política contraria a los intereses del pueblo. Y hoy muy
rápido; la verdad yo esperaba que esta respuesta de la po-
blación fuera más tardía, pero ha sido muy temprana.

Esta coalición ha permitido desmejorar los derechos labo-
rales de miles de trabajadores que han sido corridos y con
esta legislación laboral ni siquiera los han indemnizado, y
son miles y tengo compañeros en mi distrito, que es un dis-
trito industrial, con un problema pues han dejado muchas
empresas sin empleo a mucha gente merced a esta ley.

Impusimos una reforma educativa que creíamos que los
maestros iban a acatar dócilmente y ahí los tenemos en las
calles y seguimos con el problema del analfabetismo.
Nuestros niveles educativos no crecen.

Se impuso por esta coalición también una reforma energé-
tica donde hoy se requiere que revisemos esos acuerdos,
compañeros, porque lo que está pasando con el bajo precio
del petróleo, nos va a poner una gran crisis.

Y tenemos que revisar porque requerimos despetrolizar a
nuestra economía para poder hacer una reforma fiscal que
nos permita resolver los problemas económicos a los que
nos vamos a ver enfrentados muy en breve.

Una de las oportunidades que tuvimos para demostrarle a
la ciudadanía que verdaderamente estábamos dispuestos a
someternos al escrutinio de la sociedad, fue la fallida re-
forma política en la que no se aprobó la revocación de
mandato, en la que no se aprobó el referéndum ni el ple-
biscito para aquellos funcionarios que una vez electos le fa-
llen a la población, y que la población tuviera un arma para
poder cambiar aquellos funcionarios, en este caso diputa-
dos locales, federales, cambiarlos porque están hartos de su
incumplimiento.

Esa fue una gran oportunidad que tuvimos, y sin embargo,
en vez de aceptarla para someterlos a la revocación de
mandato, la hicimos a un lado. ¿Y qué aprobamos? Que po-
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damos reelegirnos los diputados hasta cuatro veces, los se-
nadores hasta dos veces.

Hoy, compañeros, es un buen intento –y reconozco a mi
compañero Silvano– pero hoy yo quiero decirles que he-
mos perdido, esta Cámara de Diputados ha perdido la opor-
tunidad de ser un verdadero Poder Legislativo, ha perdido
la oportunidad de ser auténticos representantes populares.

Hemos perdido la oportunidad, compañeros, y muchos me
van a dar la razón. A veces votamos para no poner en rie-
go nuestra carrera política. Pero compañeros, hemos pues-
to en riesgo nuestro país, y yo les digo a muchos de uste-
des de izquierda, de centro y de derecha, vayamos a las
calles a gritar que si vivos se llevaron a los 43 jóvenes, vi-
vos los queremos.

No somos capaces de salir a la calle; tenemos miedo, terror
a la gente. Por eso, quiero que hagamos esta reflexión,
compañeros diputados, es muy loable –vamos a decirlo–
pero en una democracia donde haya honestidad, haya com-
promiso con el pueblo, compañeros, no donde privilegie-
mos nuestros intereses personales.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Concluya diputado, por favor.

El diputado Javier Orihuela García: Estoy por concluir.
Por ello, compañeros quiero proponer que hagamos una re-
flexión profunda de lo que aquí hemos hecho en esta Cá-
mara de Diputados…

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Reflexione en silencio, diputado, porque ya se acabó el
tiempo.

El diputado Javier Orihuela García: Que reflexionemos
y que transformemos esta Cámara de Diputados en un ver-
dadero poder popular, para decirle al presidente de la Re-
publica lo que pensamos y no lo que él desea escuchar,
compañeros.

Compañeros del PRI, un verdadero amigo es aquel que le
dice sinceramente las cosas en este caso al presidente de la
Republica. Y quisiera muchos del PRI fueran honestos y le
dijeran al presidente de la República qué cosa es lo que tie-
ne que hacer…

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Diputado, le ruego que concluya, por favor.

El diputado Javier Orihuela García: Porque por querer
quedar bien hemos dejado que ese gobierno se separe de la
sociedad. ¿Por qué? ¿Por qué, compañeros? Por salvar
nuestra carrera política, pero –repito– lo que hemos puesto
en riesgo es a nuestro país, compañeros. Reflexionemos,
compañeros. Muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Doña Sonia Rincón Chanona tiene le uso de la voz.

La diputada Sonia Rincón Chanona: Con la venia de la
Presidencia. Compañeras legisladoras y compañeros legis-
ladores, las diputadas y los diputados integrantes del Grupo
Parlamentario Nueva Alianza vemos con interés las refor-
mas propuestas a los artículos 116 y 122 constitucionales,
mismos que tiene por objeto armonizarlos con aquellos ar-
tículos relativos al gobierno de coalición a nivel federal,
que fueron aprobados en este Congreso de la Unión en el
marco de la reciente reforma política electoral.

Resultan atinadas las consideraciones de la Comisión de
Puntos Constitucionales, que han enriquecido la propuesta
por el diputado Silvano Aureoles Conejo, presidente de la
Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados.

Es cierto que durante el proceso de transición política las
relaciones Ejecutivo y Legislativo se convirtieron en un
asidero de la discusión sobre la calidad de la democracia en
México, sin embargo debemos reconocer que las exigencias
de la sociedad hoy van más allá de las adecuaciones institu-
cionales para generar acuerdos políticos. No podemos ni de-
bemos cerrar los ojos a la realidad que enfrentamos.

En el actual contexto político y social ha quedado de ma-
nifiesto el debilitamiento en la imagen que gobiernos, par-
tidos y actores políticos tenemos ante la ciudadanía. La pe-
netración de grupos del crimen organizado en algunas
instancias de gobierno y representación han incrementado
la crisis de credibilidad y legitimidad.

Ante esta realidad debemos ser autocríticos y aceptar que
el reclamo social no se soluciona sólo con adecuar los dis-
positivos institucionales de la democracia, por el contrario,
debemos poner en el centro del debate todo el modelo de
representatividad política a fin de que exista una mayor
rendición de cuentas de quienes ocupamos espacios de re-
presentación popular.

Ahora es momento de transitar hacia un nuevo régimen y
establecer mecanismos que posibiliten a los estados a con-
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formar gobiernos de coalición. Estos sistemas significan
una alternativa para trabajar a través de una verdadera
gobernabilidad democrática al construir gobiernos fuer-
tes, con respaldo mayoritario y plural en los respectivos
Congresos, que les permitan lograr los consensos necesa-
rios para hacer frente a los problemas que azotan a las en-
tidades.

Al aprobar este dictamen sentamos las bases que permiten
la construcción de mayorías que logren ejercer acciones de
gobierno en forma cohesionada entre los poderes emana-
dos del voto ciudadano. De no ser así, estaremos abonan-
do a la causa de quienes apuestan a debilitar las institu-
ciones y a seguir sembrando actitudes violentas que
afectan sociedad. 

Sí a los gobiernos de coalición, pero reforzando la repre-
sentación política y la rendición de cuentas de los repre-
sentantes populares. Por su atención, muchas gracias. Es
cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Muchas gracias, doña Sonia. Doña Julisa Mejía Guar-
dado, del PRD, tiene el uso de la voz y ante la circunstan-
cia de que sólo tenemos dos reservas vamos a pedirle a
doña Julisa presente la suya en esta ocasión.

La diputada Julisa Mejía Guardado: Gracias, diputado
presidente. Pacto por México, .5.1 Gobiernos de coalición.
Se impulsará una reforma constitucional para otorgarle al
presidente la facultad constitucional de optar entre gober-
nar con minoría política o gobernar a través de una coali-
ción legislativa y de gobierno. En este caso el presidente y
su partido constituirán un acuerdo con una o varias de las
fuerzas opositoras en el Congreso para conformar una ma-
yoría estable para que ratifique lo siguiente.

Compromiso 87. Un programa de gobierno que garantice
su ejecución integral, los puntos coincidentes que hayan
acordado las fuerzas políticas coaligadas, una agenda le-
gislativa que se convierta en preferente por la fuerza ma-
yoritaria de la coalición legislativa y el soporte del progra-
ma de gobierno, un gabinete de coalición ejecutor del
programa de gobierno.

Quiero ser clara y quiero ser enfática, dentro del PRD nun-
ca se discutió la firma del Pacto por México, si fue firma-
do fue de manera unilateral, a espaldas del partido y en
contra de los principios del PRD.

Aclaro y quiero dejar muy claro, los gobiernos de coalición
no son una prioridad en la agenda legislativa del PRD. Por
eso vengo a hablar en contra de la propuesta de la Comi-
sión.

La propuesta de la Comisión va más allá del Pacto por Mé-
xico, porque este propone facultar solamente al presidente
para integrar un gobierno de coalición. Sin embargo, las
modificaciones de la Comisión facultan también a los go-
biernos estatales.

Los gobiernos de coalición así como se plantea en esta re-
forma representan un retraso a la vida democrática del país,
ya que un gobernador podrá decidir de manera unilateral y
a conveniencia propia con quién va a gobernar, legalizan-
do así la exclusión de las minorías y el autoritarismo del
gobernante en turno, porque evidentemente los partidos
coaligados tendrán la misma ideología, atentando así en
contra de la pluralidad, la divergencia y la esencia de la de-
mocracia.

Esta propuesta de gobiernos de coalición no es más que un
disfraz para el presidencialismo y el autoritarismo que se
ha estado fortaleciendo a partir de este sexenio, además re-
presenta la salida fácil para alguna crisis causada por la in-
operancia de algún gobierno.

Permítanme hacerme algunas preguntas y hacerles algunas
preguntas, ¿quién será responsable de las acciones de un
gobierno de coalición? ¿El partido mayoritario? ¿Los par-
tidos que se coaligaron? ¿Quién será responsable? ¿A
quién le van a echar la culpa? ¿A uno? ¿A todos? ¿Al go-
bernante en turno?

¿Qué papel va a jugar la ciudadanía ante este escenario? ¿A
qué partido se le va a negar el voto en la siguiente elec-
ción? ¿Los convenios y los acuerdos serán ahora más im-
portantes que el voto ciudadano? Ésa es otra pregunta.
Desde luego, en la propuesta de la comisión no hay res-
puesta, no se menciona, no hay nada que pueda resolver es-
tas dudas.

No nos hagamos, ya se les dio un premio con la reelección,
¿ahora qué pretenden? ¿La desaparición de las minorías?
¿Eso es lo que pretende esta gran mayoría?

Lo que verdaderamente hace falta, es darles herramientas a
los ciudadanos, es el respeto y el reconocimiento a sus ga-
rantías ciudadanas, a las garantías constitucionales. Lo que
verdaderamente hace falta, y esto sí es una prioridad en la
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agenda del PRD, es la democracia participativa, reflejada
en el referéndum, en el plebiscito, en la segunda vuelta y,
sobre todo, en la revocación del mandato.

Por cierto, ésta, la democracia participativa, no viene en
ningún punto del Pacto por México, es por eso que vengo
a hablar en contra de esta propuesta. Y parafraseando a Jo-
sé Stalin, no intentemos, por favor, poner una silla de mon-
tar a una vaca. Muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: ¿Diputada, presentó su reserva? Sí. Dado que hay una
reserva presentada, pregunte la Secretaría a la asamblea en
este momento si se admite a discusión.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: En vota-
ción económica, se consulta a la asamblea si se admite a
discusión. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Ma-
yoría por la negativa, presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Luego entonces, el dictamen queda en sus términos. El
diputado Pedro Domínguez Zepeda, tiene el uso de la voz,
del PRI, para hablar a favor.

El diputado Pedro Ignacio Domínguez Zepeda: Buenas
tardes. Con la venia de la Presidencia. Compañeras y com-
pañeros diputados, México es un país con diversidad polí-
tica. Diversidad que es reflejo, sin duda, del desarrollo
político. Muestra también de la fortaleza de nuestra demo-
cracia electoral.

Sin embargo, debemos avanzar del ámbito electoral de la
democracia al ámbito del ejercicio del gobierno, impregna-
do de los principios y los valores de la democracia. Sin
embargo, hemos visto que en ocasiones esta pluralidad po-
lítico-partidista puede generar una división que en determi-
nado momento impide lograr un cúmulo de acuerdos que
se traduzcan en desarrollo trascendental a favor de nuestro
país.

Desde hace ya algunos años nuestro país vive un gobierno
dividido, dado que no existe una equivalencia, no existe
identidad partidista entre quien ejerce el Poder Ejecutivo y
la mayoría en el Congreso, en los órganos parlamentarios.
Lo cual, sin lugar a dudas ha provocado que no se logren
acuerdos, que no se logren consensos para poner en marcha
reformas necesarias para el crecimiento del país.

Esta circunstancia, desde luego, no pasó desapercibida
para esta legislatura y para el Poder Ejecutivo que encabe-
za el presidente Peña Nieto. Por eso, apoyamos una de las
reformas más importantes en la historia política de nuestro
país. La reforma político-electoral, indispensable para po-
ner en marcha a México.

Debemos recordar que dicha reforma fue impulsada, y de-
bemos reconocerle, por el coordinador de mi grupo parla-
mentario, del grupo mayor, del entonces senador Manlio
Fabio Beltrones, quien con una visión de un presidencia-
lismo moderno impulsó estas figuras importantes para te-
ner una presidencia moderna, fuerte, acorde a los nuevos
tiempos.

La falta de mecanismos que promuevan la construcción de
acuerdos en las entidades federativas, para su mayor efica-
cia y gobernabilidad, demuestra que la presente iniciativa,
el dictamen que está a consideración nuestra cobra una im-
portancia y relevancia, ya que ayudará a los gobiernos lo-
cales para impulsar políticas públicas que favorezcan a la
ciudadanía.

Los gobiernos de coalición son una facultad que permite
acceder a metas y objetivos planteados en razón de la uni-
ficación de objetivos de los poderes Ejecutivo y Legislati-
vo, generándose un vínculo de cooperación y evitando una
parálisis legislativa por la falta de consensos.

Y creo yo que más que significar una exclusión de las mi-
norías, todo lo contrario, los gobiernos de coalición van a
permitir una inclusión real, legal de las minorías en los pro-
gramas de gobierno y en las acciones parlamentarias.

Aunque pueda pensarse que la facultad de formar un go-
bierno de coalición pudiese debilitar los poderes públicos
esta cooperación de ninguna forma implica una interven-
ción, ni mucho menos debilitamiento de los poderes. Lo
que se pretende es que tanto en el país a nivel federal, co-
mo a nivel local no existan más gobiernos locales débiles,
divididos y con dificultades para responder adecuadamen-
te a las necesidades demandadas por los ciudadanos.

Además, estos gobiernos de coalición que darán confianza
en el ciudadano y darán credibilidad respecto a la utilidad
del voto que los mismos ciudadanos ejercen con motivo de
una democracia real como la que vivimos en el país.

Por todas estas consideraciones, los legisladores de mi par-
tido, del Revolucionario Institucional, vemos con optimis-
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mo esta reforma y hay que reconocer la iniciativa del dipu-
tado Silvano Aureoles, que amplía esta facultad de los go-
biernos de coalición, no solamente al ámbito federal sino
que incluye y de manera visionaria y muy importante a los
gobiernos locales. Por eso los diputados y las diputadas del
PRI votaremos a favor del presente dictamen. Es cuanto,
señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Muchas gracias, El señor diputado Fernando Belaunza-
rán. Le vamos a dar el uso de la voz con el objeto de que
presente una reserva y hacer la discusión en lo general y en
lo particular en un solo acto y tener una sola votación.

El diputado Fernando Belaunzarán Méndez: Con su ve-
nia, presidente. Primero que nada felicitar a mi coordinador
y presidente, bueno a mi ex coordinador y presidente de la
Mesa Directiva, por su acertada iniciativa de llevar los go-
biernos de coalición por supuesto a las entidades federati-
vas.

¿Cuál es la importancia de los gobiernos de coalición?
Bueno, crear una gobernabilidad democrática, por decirlo
así. ¿Cuál es el problema que ha tenido el país durante mu-
cho tiempo o por lo menos desde 1997? Hemos tenido go-
biernos de minoría y esos gobiernos de minoría han difi-
cultado los acuerdos, han hecho que estos sean de distinto
calado y que no haya la suficiente fuerza para implementar
grandes acuerdos importantes.

Por supuesto, no obvio decir que al inicio de este gobierno
se intentó hacer, no por gobiernos de coalición sino por un
acuerdo de voluntades en una coyuntura que es el Pacto por
México, pero ya no está precisamente porque era de co-
yuntura de voluntades. 

Ya haremos el balance cada quien, creo que ahorita no es
el momento de hacerlo, yo tengo mi opinión sobre este ba-
lance, pero bueno el caso es que ya no está ese acuerdo que
propició algunas reformas importantes, aunque también
polémicas.

Entonces, ¿En qué consisten? Pues en que haya un plan de
gobierno asumido por la mayoría de un Congreso, eso es
importante, cuál es el objetivo con el que se forma el go-
bierno de coalición, y por lo tanto que cuente con la mayo-
ría de ese programa y que se comprometan públicamente a
llevarlo a cabo.

Y segundo, pues un gobierno obviamente plural, incluyen-
te, también de coalición como es su nombre, de tal manera
que el mismo Congreso o Cámara pueda aceptarlo o pueda
ratificar a este gabinete o al menos a gran parte de este, de
tal manera de que con un gobierno compartido y con un
plan compartido se pueda construir una mayoría eficaz,
una mayoría que le dé gobernabilidad al país, al estado, et-
cétera.

Ése es el criterio porque lo que estaba sucediendo –insisto–
son gobiernos de minoría. Había quien pensaba que había
que imponer el bipartidismo como una forma de darle go-
bernabilidad al país. Me parece que eso sería contraprodu-
cente, qué bueno que no se logró. Somos un país diverso,
plural.

La forma democrática de conseguir la gobernabilidad es
precisamente con los acuerdos con el programa de gobier-
no y generando estos gobiernos, de tal manera que no su-
ceda lo que está sucediendo en algunos lados donde los go-
biernos de coalición se llaman así, pero son informales, y
la verdad es que reproducen el presidencialismo, porque ya
sea el gobernador, que es donde se han dado estos casos, el
gobernador los controla y sigue siendo.

No tiene un compromiso de un programa público con el
Congreso, tampoco su gabinete y eso es simplemente un
gobierno plural. No es un gobierno propiamente de coali-
ción aunque se llame así.

Me parece que esta es una salida democrática, de alguna
manera nos acercamos. Del presidencialismo damos un
paso hacia el parlamentarismo al darle al Congreso la po-
sibilidad de conformar una mayoría estable a través de un
programa de gobierno y a través del nombramiento o más
bien la ratificación del gabinete.

Por supuesto, es a decisión del presidente en caso federal y
sería a decisión de los gobernadores. A mí me gustaría que
pudiéramos avanzar en donde no fuera opcional. Que quien
llegara tuviera que tener un respaldo de la mayoría en su
Congreso. Ese sería el paso que faltaría.

Por cierto, llamo la atención de una cosa. Recuerden que la
reforma constitucional a nivel federal, establecimos el go-
bierno de coalición pero lo condicionamos en un transito-
rio a que estuviera la ley secundaria del gobierno de coali-
ción. La ley secundaria todavía no está hecha y si no
hacemos esa ley secundaria –claro, podría ser la nueva Le-
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gislatura– entonces habremos hecho una bonita figura pero
no tendría posibilidad de implementarse.

¿Cuál es la reserva? Es muy sencilla. Hablamos de que en
las entidades tengan que hacer la Constitución por sus Con-
gresos locales, pero en el caso del Distrito Federal no tie-
nen la facultad porque no tenemos una Constitución pro-
pia. Ojalá pronto hagamos la reforma política del Distrito
Federal tantas veces pospuesta, para que no necesitemos
que el Congreso de la Unión haga las modificaciones al Es-
tatuto de gobierno.

Pero como todavía no está esa reforma política y la Ciudad
de México no tiene todavía su Constitución, el Congreso
de la Unión es el que tiene que hacer la modificación para
ingresar la figura de gobiernos de coalición en el Distrito
Federal a través de los cambios en el Estatuto de Gobierno.

Leo muy sencillo la reserva. Sería al 2o. Dice: En un plazo
no mayor a 180 días y conforme a lo dispuesto en el pre-
sente decreto, las entidades federativas adecuarán sus res-
pectivas constituciones y el Congreso de la Unión adecua-
rá el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal. Esto es para
estar armonizado con la legislación que tenemos. Si antes
de eso hacemos la reforma política del Distrito Federal y ya
no sería necesario, mejor y corregimos eso; pero mientras
eso no suceda, lo correcto legislativamente es que nosotros
nos pongamos el mismo plazo para modificar el estatuto de
gobierno y que también en el Distrito Federal exista esta fi-
gura. Es cuanto, presidente.

Año III, Primer Periodo, 10 de diciembre de 2014 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados346



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 10 de diciembre de 2014 347



El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Muchas gracias, diputado Belaunzarán. Pregunte la se-
cretaría a la asamblea si se admite a discusión la propuesta
del diputado Belaunzarán.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: En vota-
ción económica se pregunta a la asamblea si se admite a
discusión. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa, sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los di-
putados que estén por la negativa, sírvanse manifestarlo.
Mayoría por la afirmativa, presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Ahora pregunta la secretaría a la asamblea si se acepta
que esta modificación pase a formar parte del dictamen que
se someterá a la consideración de la asamblea.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: En vota-
ción económica se pregunta a la asamblea si es de aceptar-
se para que forme parte del dictamen. Las diputadas y los
diputados que estén por la afirmativa, sírvanse manifestar-
lo. Las diputadas y los diputaos que estén por la negativa,
sírvanse manifestarlo. Señor presidente, mayoría por la
afirmativa.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Se acepta y en estas condiciones se votará el dictamen.

Honorable asamblea, las dos reservas presentadas han sido
desahogadas ante la voluntad del pleno, luego entonces se
ruega la apertura del sistema electrónico de votación para
recabar votación nominal en lo general y en lo particular en
un solo acto, con la modificación aceptada.

La Secretaria diputada Laura Barrera Fortoul: Hágan-
se los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral dos,
del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sis-
tema electrónico por 10 minutos para proceder a la vota-
ción en lo general y en lo particular en un solo acto, con la
modificación aceptada por la asamblea.

(Votación)

Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva voz.

El diputado Xavier Azuara Zúñiga (desde su curul): A
favor.

La diputada Tanya Rellstab Carreto (desde su curul): A
favor.

La Secretaria diputada Laura Barrera Fortoul: Señor
presidente, se emitieron 383 votos a favor, cinco absten-
ciones y 27 en contra. Es mayoría calificada.

Presidencia del diputado 
Silvano Aureoles Conejo

El Presidente diputado Silvano Aureoles Conejo: Gra-
cias, Secretaria. Aprobado en lo general y en lo particu-
lar por mayoría calificada el proyecto de decreto por el
que se reforman los artículos 116 y 122 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos en mate-
ria de régimen político y gobiernos de coalición. Pasa al
Senado de la República, para sus efectos constituciona-
les.
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Reserva al dictamen con proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 116 y 122 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos en materia de Régimen Político y Gobiernos de Coalición.
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